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Jorge Bruni, Subsecretario; señor Julio Baráibar, Director Nacional de Trabajo y señora 
María Narducci, Inspectora General del Trabajo. 


SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir al Ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
señor Eduardo Bonomi; al señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, doctor Jorge Bruni; al Director 
Nacional de Trabajo, señor Julio Baráibar; y a la Inspectora General del Trabajo, señora María Narducci. 


En la última reunión esta Comisión había visto la necesidad de retomar una propuesta que surgió del señor 
Ministro, en el sentido de concurrir a esta Comisión cuando se creyera conveniente, para ir haciendo los 
planteos generales de lo que surgiera en el Ministerio y también atender los temas que para nosotros eran de 
interés y de agenda. Utilizamos ese mecanismo que, en lo que respecta a la Comisión, resultó bastante 
importante como insumo de trabajo el año pasado. 


Con esa misma lógica, hicimos llegar al señor Ministro algunos temas que queremos analizar -ha sido 
consensuado así por todos los integrantes de la Comisión- con el señor Ministro y con su equipo de trabajo. 
En la nota figuraban los siguientes temas: la Asociación de Inspectores de Trabajo de Uruguay -a quienes 
recibimos en esta Comisión, queremos saber en qué anda la situación y los reclamos que plantearon-; la 
prevención de conflictos, la ocupación del lugar del trabajo -habíamos manejado el tema del decreto, por lo 
que queremos saber cómo se va a dibujar esto para el próximo año-; y la propuesta sobre negociación 
colectiva. Sabemos que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social mantuvo una reunión con empresarios y 
trabajadores en la que volcó ideas sobre el particular y nosotros creemos que sería interesante y conveniente 
que esta Comisión contara con esa información. Asimismo, vemos con preocupación algunos mensajes que 
enviaban las Cámaras empresariales en torno a la ley que fue aprobada en el Parlamento, conocida como la 


ley de tercerizaciones; queremos saber en qué se está en cuanto a su reglamentación, y no quisimos 
incorporar los trascendidos de prensa, precisamente, para contar con la información desde el propio 
Ministerio. Por último, si bien hay una Comisión que está conformada en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social con relación a la ratificación de todos los convenios que se firman en la OIT, queremos 
saber cómo se está trabajando en ese sentido y qué iniciativas podríamos presentar sobre el particular, más 
allá de que sabemos que eso corresponde al Poder Ejecutivo. 


El señor Secretario nos informó que el señor Ministro tiene acotado el tiempo de permanencia en la Comisión 
porque ha agendado otros compromisos a partir de la hora 15. Hablamos con los compañeros de la Comisión 
a efectos de realizar el planteo general a todo el equipo, y no centrarnos solo en un tema -lo que sería buena 
cosa- sino dar un pantallazo de todos los asuntos; si surgieran algunas preguntas de los integrantes de la 
Comisión, enriqueceríamos los contenidos que nos pudieran dar. Si están de acuerdo, nos manejaremos con 
esa mecánica de trabajo. 


En nombre de todos los integrantes, agradecemos su presencia. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Quiero aclarar algo. Nosotros 
habíamos planteado la disposición de venir una vez al mes, aunque no hubiera temas concretos a 
considerar, es decir, concurrir para hablar acerca de en qué estaba el Ministerio; solo solicitamos que 
la Comisión determinara hora y día. Desde ese momento hasta hoy no fuimos convocados. Primera 
aclaración. 


Segunda aclaración. Esta visita la conversamos con el señor Diputado Iturralde Viñas en dos o tres reuniones 
que tuvimos -él como Presidente de la Comisión-; considerábamos la concurrencia, más que para analizar 
temas precisos, para hablar sobre en qué estaba el Ministerio, cuáles eran sus planteos y sus intenciones. Por 
una cosa u otra, se demoró la concurrencia, por lo que venimos en este momento, pero fue acordado con el 
señor Diputado Iturralde Viñas. La concurrencia se concreta por cinco temas. 


Yo puedo quedarme hasta un poco más de la hora 15, pero el que no se puede quedar más de la hora 14 y 30 
es el doctor Bruni. Entonces, si les parece bien, empezaremos por el primer tema y el último, y después 
haremos un paquete con todo lo demás que toca los distintos aspectos de lo que está planteado. Habría que 
separar el último tema que está bajo la responsabilidad del doctor Bruni, que es de la Comisión que ratifica 
los convenios de la OIT y también el de la Asociación de Inspectores de Trabajo del Uruguay -está aquí la 
inspectora Narducci para intervenir en ese sentido-; el resto lo trataríamos en un paquete. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ese es el mejor mecanismo. Entonces, empezaremos por el informe de la 
Comisión que ratifica los convenios de la OTFT. 


SEÑOR BRUNI.- Buenas tardes a todos y a todas. 


En cuanto al informe sobre la Comisión, conocida como el Convenio N* 144, de integración tripartita, que 
forma parte de ese "tripartitismo" clásico existente en el país, decimos lo siguiente. 


El año pasado funcionó con cierta regularidad, pero no con la que debió tener, producto de toda la situación 
que se vivía en el año 2006 con la conflictividad, la convocatoria de los Consejos de Salarios. En algunos 
tramos de ese año hubo algunas dificultades de funcionamiento. No obstante, funcionó. Lo que quiero decir 
es que no tuvo la regularidad deseada. 


¿Cuáles son los temas de agenda en cuanto a esta Comisión? El principal es el acuerdo de todos los sectores 
de proceder a ratificar el convenio -sin número por ahora- que refiere al trabajo marítimo. Es un convenio 
que se viene manejando desde hace muchos años a nivel internacional y que hace aproximadamente un año 
se viene manejando en el Ministerio de Trabajo en el ámbito tripartito. Este ha motivado una presencia muy 
activa, tanto gubernamental como de los sectores, una vez en Ginebra y otra en Buenos Aires donde, con el 
patrocinio de la OIT, se analizó y se siguen profundizando los consensos respecto del trabajo marítimo. Este 
es un tema rescatable porque ha habido un trabajo muy acorde de los tres sectores clásicos que conforman el 
"tripartismo". Eso en cuanto al trabajo marítimo. 


Hay dos convenios más. Creo que los dos ya se han enviado al Parlamento aconsejando su no ratificación. Es 
el Convenio N?* 183, que refiere a la protección a la maternidad, y el Convenio N* 185, que refiere a puertos. 


¿Cuáles son los motivos por los que, tripartitamente, se ha considerado no conveniente su ratificación? En 
cuanto al convenio sobre maternidad, se estaría debilitando la normativa que tiene que ver con el despido de 
las trabajadoras; además, se estaría prolongando la licencia maternal en términos superiores a lo que 
establece la legislación nacional. Es decir que en este caso serían dos los motivos principales por los cuales 
se aconseja la no ratificación, por consenso, de este convenio. 


Por otra parte, este no sería un problema de mayor gravedad porque recordemos que en la materia sigue 
vigente el Convenio N* 130. Esto acerca el Convenio N” 183 sobre la maternidad. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- ¿Cuánto ampliaría la licencia por maternidad y cuáles serían 
los motivos por los cuales ese convenio establece esa ampliación? Lo pregunto porque estamos 
trabajando sobre el tema y creemos que sería bueno ampliar la licencia por maternidad en Uruguay. 


También me gustaría saber, para el caso de que se aprobara ese convenio, qué efectos tendría sobre la 
legislación vigente. También me interesa conocer si la legislación internacional está por encima de la 
uruguaya y en este caso, cuál sería el papel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Si bien no puedo decirlo con 
total precisión, creo que el convenio extiende el período de licencia por dos semanas más de lo que 
establece la legislación. Evidentemente, ha habido resistencia empresarial, pero tanto el sector sindical 
como la delegación del Ministerio, consideraron que eso era razonable. También está el otro tema en el 
sentido de que habilitaría una mayor discrecionalidad en el despido en el caso de las trabajadoras que 
estén en esa situación. Se juntaron esos dos elementos que hicieron confluir las posiciones por consenso, 
aconsejando la no ratificación. 


Tampoco se aconseja la ratificación del extenso Convenio N* 185 de puertos -hablando tripartitamente- 
porque se considera que la documentación de identidad exigida a los trabajadores establece datos 
estrictamente personales y esto podría generar alguna violación o problemas con la intimidad de las personas. 
Por lo tanto, se entendió que por ahora no era conveniente aconsejar la ratificación de dicho convenio. Luego, 
a partir de la reunión que se va a realizar el 21 de marzo, se analizarán y establecerán prioridades respecto de 
otra serie de convenios que deberán ser analizados en el correr del año en la Comisión denominada como 
Convenio N* 144. Por otra parte, aunque por el momento no existirían deberes pendientes, habrá que 
reglamentar algunos convenios que, en caso de ratificarse, exigen reglamentación. 


Me quedó algo en el tintero con respecto a la pregunta que formuló el señor Diputado, en el sentido de qué 
efecto podría tener sobre la legislación nacional el Convenio N* 183 en caso de ratificarse. No olvidemos 
que, de acuerdo con lo que ha sido clásico en nuestro país, una ratificación de un convenio más favorable -en 
este caso en cuanto al tema de la licencia-, obviamente estaría dejando de lado la normativa vigente. 


Respecto a la Comisión conocida como Convenio N* 144, nuestras expectativas son que en el correr del año 
2007 funcione con la mayor fluidez posible; me refiero a una mayor fluidez que la que existió en 2006. Digo 
esto en lo que tiene que ver estrictamente con el pantallazo de la Comisión conocida como Convenio N* 144 
sobre consulta tripartita. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quiero referirme a la eventual ratificación, en el mismo sentido que el 
señor Diputado Hackenbruch Legnani. La doctrina ha sostenido que existe una suerte de 
supralegalidad. Barbagelata tradicionalmente lo ha venido sosteniendo; toda la doctrina ha venido 
recogiendo este tema, y no me parece que sea un inconveniente, porque la norma "imperius" no estaría 
obstaculizando la vigencia de la legislación, si la legislación nacional es más favorable en este caso, y sí 
la estaría mejorando con relación al plazo. Quiero saber si tenemos un matiz en la interpretación, o no. 


SEÑOR BRUNI.- No es un problema interpretativo, sino de contexto. Tomó mucho tiempo analizar el 
tema en la Comisión de Convenio N” 144. Por un lado, había cuestionamientos empresariales y, por 


otro, cuestionamientos sindicales. Lo más oportuno fue llegar a esa posición de consenso, aconsejando 
la no ratificación del convenio. Este no es un problema de interpretación sino de contexto de análisis. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Pregunto al señor Subsecretario si entiende que de ratificarse el 
convenio se estaría derogando la parte más negativa de la legislación nacional. 


SEÑOR BRUNI.- No. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Entonces, me parece que la no ratificación en ese sentido no tiene 
fundamento. 


SEÑOR BRUNL.- Pero tiene fundamento el otro tema. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- El tema de que no les gusta a los empresarios. 


SEÑOR BRUNI.- No me haga decir cosas que yo no digo. Yo dije que había dos cuestionamientos: uno 
por el lado empresarial y otro por el lado sindical. Considerando el cuestionamiento de ambas partes, 
nos pareció que lo más adecuado en esta oportunidad era no aconsejar la ratificación del convenio. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Pero ya que uno de los cuestionamientos carece de eficacia jurídica, 
entiendo que solo quedaría operando el otro. 


SEÑOR BRUNI. Si la interpretación fuera unánime, en el sentido que usted dice, eso sería posible; a 
veces sabemos que no son tan unánimes las interpretaciones existentes. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Volvemos, entonces, a la primera pregunta. ¿Cómo lo interpreta 
usted? 


SEÑOR BRUNI.- Ya contesté esa pregunta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ingresamos al primer punto del orden del día, relativo a la Asociación de 
Inspectores de Trabajo del Uruguay. 


SEÑORA NARDUCCI.- Voy a referirme a dos aspectos que están íntimamente vinculados: las 
denuncias presentadas el año pasado por la Asociación de Inspectores de Trabajo del Uruguay y los 
proyectos de fortalecimiento a la Inspección General de Trabajo en un proceso de reforma del Estado, 
en el que se planifica una importante reestructura de la organización de esta Inspección de mano de la 
exclusividad de los inspectores. 


Con respecto a las denuncias presentadas por la Asociación de Inspectores de Trabajo del Uruguay en 2006, 
voy a realizar algunas puntualizaciones, esperando contribuir a dilucidar este tema de la mejor manera 
posible. A partir de la década del noventa, la Inspección General de Trabajo comenzó a tener un impacto 
bastante claro en cuanto a la desregulación laboral. Esa desregulación laboral se visualizó en forma concreta 
a partir de la supresión de dos instrumentos de contralor que tenía la Inspección de Trabajo para asegurar 
derechos laborales: la constancia de actividad laboral -un documento cuyo titular era el propio trabajador, 
donde estaban estipuladas las condiciones de su vínculo con la empresa- y los comunicados de licencia que la 
Inspección recibía en forma periódica, de manera de controlar eficazmente el derecho al goce de la licencia 
anual reglamentaria. También en la década del noventa los propios Inspectores de Trabajo, que veían un 
posible desmantelamiento de la estructura de contralor de derechos laborales en el Estado, reclamaban 
mejores salarios. Los salarios de los Inspectores estaban bastante disminuidos -como lo han estado hasta hace 
relativamente poco tiempo; ahora hay un proceso de franca recuperación por el tema de la exclusividad- y, en 
consecuencia, plantearon a las autoridades de la época distintos reclamos para mejorar sus condiciones de 
trabajo. En el año 1991 surge una norma en la Rendición de Cuentas, la Ley_N* 16.226, que estableció en su 
artículo 290 la exclusividad de los Inspectores, pero solo con respecto a la función inspectiva, según las 
actividades remuneradas no conexas con sus tareas específicas en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 


Social. Aquí se abrió la posibilidad para que el trabajo de la Inspección pasara a ser, por la vía de los hechos, 
el segundo empleo para la mayoría de los Inspectores de Trabajo. Generalmente, los inspectores, cuando 
tenían la posibilidad de conseguir un trabajo, lo estaban haciendo en el ámbito privado y, en consecuencia, 
con control de horario. 


Destaco esto porque creo que allí comienza una inflexión en lo que era la estructura de la Inspección General 
de Trabajo que genera una serie de aspectos que impactaron en la organización: la ausencia del tiempo 
completo de los funcionarios para dedicarse a las funciones de la Inspección General de Trabajo; el segundo 
empleo de los Inspectores, que relacionado directamente con esta disminución del esfuerzo del funcionario 
en su tarea primordial que debía y debe ser la inspectiva; la pérdida de hábito de trabajo; y una suerte de 
desorganización de la estructura que debía contemplar el segundo empleo como una realidad impuesta en una 
ley de carácter nacional que, reitero, evidentemente impactó en la organización de la Inspección General de 
Trabajo y, en consecuencia, en la función que debe cumplirse en todos los ámbitos donde se desarrollen 
actividades laborales. Este es un aspecto que viene, de alguna manera, a explicar la situación que por años se 
arrastra en materia de conflictividad latente del cuerpo inspectivo. 


En 2005, cuando asumí la Inspección General -en principio, como Subinspectora General-, los planteos de 
los Inspectores con respecto a sus aspiraciones de mejora salarial no sólo fueron recogidos sino -quiero 
señalarlo especialmente- promovidos por la propia Administración, que preparó un Mensaje para la Ley 
Presupuestal que establecía la exclusividad de los Inspectores como forma de empezar a darle a esta 
estructura, de enorme sensibilidad dentro del tema de las relaciones laborales, las condiciones necesarias para 
que pudiera cumplir con su función. 


Omití señalar que en 2004 existió un importante conflicto de la Asociación de Inspectores de Trabajo del 
Uruguay; en ese momento, el Inspector Álvaro Delgado era Inspector General del Trabajo y el Ministro era el 
doctor Santiago Pérez del Castillo. Esos reclamos de los Inspectores se prolongaron por largo período, 
durante muchos meses, y hubo una serie de situaciones que motivó la posibilidad de aplicar la declaración de 
servicio esencial a la Inspección, pero eso nunca ocurrió durante la Administración anterior que, al igual que 
esta, buscó otros caminos para encontrar soluciones. 


A partir de la Inspección General que inicia en 2005, el anterior Inspector General, Ronald Graside, también 
comprometió su esfuerzo para establecer el régimen de exclusividad de los Inspectores de Trabajo y dio 
absolutas garantías respecto de las posibilidades de ejercicio gremial. Eso se mantuvo y se mantiene. Me 
gustaría comentar que los Inspectores de Trabajo tienen absoluta libertad para realizar sus asambleas, sus 
reuniones e, inclusive, sus salidas al exterior en el marco de sus comisiones gremiales; para ello, deben enviar 
una comunicación a la Inspección General de Trabajo y Seguridad Social; la nota que es remitida a la 
Dirección General es a su vez dirigida a la Oficina de Recursos Humanos. De esta forma, en 2006 fueron 
innumerables las horas de actividad gremial que los Inspectores pudieron usufructuar. Por ejemplo, durante 
una semana en el mes de mayo de 2006, cinco miembros, no todos integrantes de la Comisión Directiva, pero 
sí de la AITU, viajaron a Brasilia durante una semana completa, obteniendo licencia gremial, al igual que la 
obtuvieron para otras múltiples actividades gremiales que pudieron desarrollar. No fueron afectados en sus 
funciones porque no ha habido cambios en la estructura de la Inspección del Trabajo hasta el momento. 
Quiero destacar y subrayar especialmente esto: hasta el momento no ha habido cambios en la estructura 
organizacional de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social porque esta Administración 
esperó la posibilidad de poder ofrecer salarios decorosos a los Inspectores de trabajo. En el marco de una 
reforma proyectada para todo el Estado y de una reestructura que permita el fortalecimiento necesario a la 
función de la Inspección se proyecta la modernización del servicio y cambios que, en el futuro, van a ser 
implementados en forma conjunta con las mejoras de las condiciones salariales en que van a verse 
involucrados los Inspectores de Trabajo. Es decir que no han existido investigaciones administrativas por 
alguna conexión a las actividades gremiales. Todas las investigaciones administrativas iniciadas en 2005 por 
el Inspector General anterior, Ronald Graside, y las que dispuso la actual Inspectora General -quien les habla- 
han tenido fundamentos concretos en denuncias recepcionadas en el servicio por trabajadores usuarios de 
nuestra función que han manifestado en algunos casos, por ejemplo, el trascendido de la denuncia formulada 
ante la Inspección General. En la medida de que la denuncia está escrita y tiene firma y documento de 
identidad de la persona que comunica una posible situación de irregularidad, obliga a que las autoridades 
tomen cartas en el asunto y dispongan las investigaciones administrativas correspondientes estando, en todos 
los casos, a lo que ellas arriben como conclusiones. 


Resulta muy difícil entender el porqué de las denuncias, en razón de que no existe impedimento al ejercicio 
de las libertades para las actividades gremiales de los Inspectores. Ni siquiera se les solicita la constancia de 
que concurrieron a alguna actividad gremial; lo único que nos hacen llegar es una nota en la que manifiestan 
que a determinada hora van a reunirse en asamblea o que a partir de cierta hora una nómina de personas que 
establecen en sus notas va a concurrir a alguna actividad gremial y no tienen exigencia para documentar en 
forma posterior que en verdad lo hicieron con el propósito declarado. 


Actualmente, los Inspectores cumplen seis horas de trabajo. Esto también va a sufrir modificaciones a partir 
de la aplicación de la exclusividad del cuerpo inspectivo. 


Si los Diputados me permiten, voy a trasladarles algunos elementos de información que podrán manejar a 
este respecto. Les decía que el tema de la exclusividad de los Inspectores fue enviada por esta Administración 
como Mensaje para la Ley de Presupuesto que tiene vigencia desde el 1* de enero de 2006. Por tanto, desde 
antes de la entrada en vigencia y hasta hoy estamos trabajando en este proceso de implementación de la 
exclusividad de los Inspectores de Trabajo en forma conjunta con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y 
con la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Se trata de un cuerpo inspectivo que era escaso en número; a partir de la ley de Presupuesto logramos 
incrementar en más de 100% su capacidad de trabajo en la División Condiciones Ambientales de trabajo, 
aquella que controla los accidentes laborales y las enfermedades profesionales. Pero, además de la necesidad 
de ese fortalecimiento, por la aplicación de la ley de exclusividad tenemos que proceder a dar solución a 
aspectos que han quedado irresueltos durante años. 


Puedo mencionar el caso de una funcionaria cuyo concurso quedó sin efecto en 1989 por un dictamen del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo; durante todos estos años, supongo que a los efectos de no 
perjudicarla en sus ingresos, no se le quitó el cargo inspectivo. Pues bien, esa persona ha continuado 
ocupando un cargo de Inspector de Trabajo sin poder cumplir con las funciones inspectivas, porque el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo había anulado el concurso correspondiente en tanto se habían 
detectado irregularidades en los procedimientos de selección de los Inspectores en ese momento. Debemos 
ofrecer una solución a esta funcionaria que no tiene responsabilidad directa por esta omisión que la 
Administración ha prolongado en el tiempo. Tenemos que mantener sus ingresos salariales actuales y realizar, 
conjuntamente con la Oficina Nacional del Servicio Civil, la readecuación de su cargo, de forma de recuperar 
el cargo de Inspector de Trabajo sin generarle un perjuicio a esta persona 


De la misma forma, tenemos otras situaciones que tienen que ir en un proceso conjunto con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, para no generar perjuicios a los funcionarios que no tienen responsabilidad 
respecto de las decisiones adoptadas por las Administraciones a lo largo de los años. 


Entonces, es un proceso complejo, en el que hemos tenido que hacer readecuaciones de muchos cargos hoy 
ocupados en funciones de Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social, que no pueden ser ejercidos 
y restan esfuerzo a la tarea de contralor que la Inspección necesita incrementar; por tanto, seguramente 
aquellos que tienen un segundo empleo -lamentablemente, hay unos cuantos Inspectores de Trabajo en este 
momento en esta situación- están procesando esta discusión. Esperamos que los inspectores puedan optar 
adecuadamente por la exclusividad. La base de negociación salarial que estamos realizando con ellos ha sido 
aceptada desde el primer momento, así como las condiciones del régimen de exclusividad que hemos 
presentado. Voy a dejar a la señora Presidenta una copia de las propuestas que esta Administración ha 
realizado a todos los inspectores, recibidas por ellos a partir del día de ayer formalmente. Estamos a la espera 
de un pronunciamiento de los inspectores respecto de su voluntad de aceptar o no la inclusión en el régimen 
de exclusividad. Dicho régimen va a tener un Mensaje complementario, un decreto reglamentario, en esta 
Ley de Rendición de Cuentas sobre la base de lo que estamos discutiendo con los propios inspectores a través 
de la Asociación de Inspectores, pero no solamente con ellos porque hay algunos que no la integran. El 
proceso es con la Asociación, pero también con todos los funcionarios porque esto involucra a la totalidad y 
cada uno va a tener que optar respecto a su disposición a trabajar en forma completa, exclusiva, para la 
función inspectiva. Creemos estar haciendo ese esfuerzo de la mejor manera posible. Vamos a estar 
trabajando con tres instrumentos, de los que ya hemos estado informando desde hace varios meses a la 
Asociación de Inspectores a partir de múltiples reuniones que hemos mantenido con sus integrantes, en las 
que hemos discutido el contenido del decreto de exclusividad, el reglamento de aplicación. También vamos a 
firmar un convenio con el gremio para que si la aplicación de ese régimen de exclusividad generara algún 


tipo de demora en el pago de las remuneraciones se den todas las garantías de que la Administración va a 
cumplir con lo que está pactando. 


El régimen de exclusividad viene a solucionar en buena medida los reclamos de los Inspectores de Trabajo en 
el correr de los años y sobre todo la necesidad de esta Administración de contar con una inspección 
fortalecida, para que los derechos de los trabajadores estén consagrados, no solamente en los papeles, sino 
también en la realidad. Este proceso es de negociación interna y se realiza con distintas autoridades del 
propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y con la Asociación de Inspectores. Estas son instancias 
colectivas en las que participan todos los funcionarios y por supuesto también los integrantes miembros de 
esa Asociación de Inspectores, en paralelo con las estructuras del Estado que están procediendo a la reforma 
del Estado, es decir, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la Oficina Nacional del Servicio Civil, que 
son los organismos competentes en la materia. También estamos recibiendo colaboración del Ministerio de 
Economía y Finanzas, a partir de la figura de alguien que procesó la reforma de la Dirección General 
Impositiva con total éxito, cuya discusión duró más de dos años; finalmente se está aplicando con total 
satisfacción de todas las partes. Asimismo, tenemos el privilegio de contar con de la colaboración del 
economista Sergio Milnistky en el proceso del proyecto que hace a la exclusividad. 


Creo haber dado los elementos más importantes que hacen a esta materia y estoy a las órdenes para contestar 
las preguntas que ustedes entiendan pertinentes. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Por supuesto, me sumo a las expresiones de bienvenida del señor 
Ministro y de su equipo. 


Con respecto a este tema, queremos formular algunas consultas. 


La versión que acabamos de escuchar de parte de la Inspectora General está bien distante de la que recibió la 
Comisión de la Asociación de Inspectores de Trabajo hace algunos meses y, más recientemente -hace pocas 
horas-, en forma personal, en función de algunas entrevistas que mantuvimos y de un memo que se nos 
entregó impreso en hojas membretadas de la propia Asociación, que con mucho gusto pongo a disposición de 
la Comisión. Sin perjuicio de ello, se me ha anunciado que van a solicitar una nueva entrevista con nosotros 
para hablar de estos mismos temas. 


Hace unos meses la Asociación de Inspectores de Trabajo hizo denuncias muy severas con relación a 
situaciones de presunta persecución sindical que se estarían dando en ese ámbito. La señora Inspectora las ha 
contestado o por lo menos ha intentado hacerlo. Digo con toda honestidad que a nosotros nos quedan muchas 
dudas. Por ejemplo, con relación a que no se haya realizado ningún tipo de afectación de las funciones de 
estos funcionarios. En aquel momento se mencionó, por ejemplo, que tanto el Presidente como el Secretario 
del sindicato fueron desplazados de la función técnica que cumplían y relegados a cumplir tareas 
administrativas, según el sindicato, en mérito a la condición sindical de esos funcionarios. Esto, por lo menos 
hasta ahora, no ha sido contestado. 


Se habló de cambios de turnos, de funciones, de horarios, de -según el sindicato- desconocimiento de los 
méritos funcionales. Reitero, todo en un contexto de presunta persecución sindical o, por lo menos, de 
discriminación desde el punto de vista de la condición sindical de los involucrados. 


En este caso concreto -sin ninguna duda está concatenado con lo anterior o es consecuencia de ello todo lo 
que hace relación al régimen de dedicación exclusiva que se está implementando- se nos dice que no hay 
negociación, que la Asociación de Inspectores de Trabajo a lo largo de todos estos meses y años -teniendo en 
cuenta que desde 2005, en esta última etapa, se maneja el cambio de régimen de trabajo yendo hacia la 
exclusividad-, aparentemente no había tenido noticia de los términos que la Administración estaría 
manejando con relación a la implementación del nuevo régimen; por lo menos no ha tenido noticia en tanto 
negociación gremial. Tanto es así que según se nos dice, y surge de este memo, la Asociación de Inspectores 
de Trabajo debió solicitar una entrevista al señor Ministro -que según tenemos entendido se realizó el 16 de 
febrero- para plantearle, precisamente, la falta de conocimiento del gremio sobre la marcha de este proceso. 
Esto motivó una primera reunión en términos de presencia colectiva del sindicato con la Inspectora General 
de Trabajo por este tema específico; me refiero al día 21. A juicio del sindicato esto poco o nada aportó desde 
el punto de vista de lograr lo que -según se nos dice a nosotros- viene procurando, que es entablar un ámbito 
bipartito, de negociación o de análisis conjunto entre las jerarquías y los funcionarios de la Inspección; 


parecería que hasta el momento no se ha logrado. En todo caso, lo que la Inspección ha hecho es negociar o 
notificar este tema a los funcionarios y a los inspectores, pero por la vía bilateral o individual con relación a 
cada inspector, a los cuales -según tenemos entendido- se les proporcionó el borrador de las bases que irían a 
regular dicha implementación para que ellos, individualmente y a sobre cerrado, pero nunca por la vía de un 
pronunciamiento colectivo, formularan las aclaraciones, las observaciones, las dudas, o las sugerencias que el 
tema les pudiera ameritar. 


Por otro lado, con relación a esas bases específicamente, hay algunas cosas que llaman la atención, que desde 
ya despiertan la crítica y la oposición de la organización gremial, que no está integrada por el 100% de los 
inspectores, lo cual no es razón para que dudemos de su representatividad; tengo entendido que cerca del 
noventa por ciento de los Inspectores de Trabajo están afiliados a dicha institución, algo así como ochenta, un 
poco más o menos, en un universo de cien o ciento cinco; lo precisará la señora Inspectora. 


Como decía, nos adelantaron algunas cuestiones que están en este memo que se mencionaba recién. Sin 
perjuicio de que los propios interesados comparezcan ante la Comisión, puedo entregar a la Mesa este memo 
donde figuran los cuestionamientos que creo son de recibo y que los jerarcas sabrán aclarar. 


Aparece allí una suerte de derecho de admisión de la Administración que pondría un poco en entredicho lo 
que la señora Inspectora acaba de expresar en cuanto a que habría un derecho a la opción por parte de los 
inspectores. Se trata de un derecho a la opción un poco rengo o incompleto porque, en última instancia, la 
Administración podría decir -según las bases que se manejan, según tengo entendido; ustedes sabrán 
aclararlo— que aquellos inspectores que hagan la opción por el régimen de dedicación exclusiva podrán 
quedar o no. Si esto es así, me genera dudas porque me parece un exceso de discrecionalidad -lo digo 
francamente—, más allá de que se pueda llegar a sustentar jurídicamente; esa es otra discusión. Pero desde el 
punto de vista de la buena administración del servicio, de la justicia administrativa y del reconocimiento a la 
carrera funcional, me parece, por lo menos, una prerrogativa peligrosa que se estaría reservando la 
Administración, la Inspección General o el Ministro de Trabajo y Seguridad Social con relación a este asunto. 


Por otro lado, se cuestiona que la inclusión en el régimen de dedicación exclusiva iría de la mano del 
cumplimiento de determinadas metas, objetivos o condiciones de rendimiento, lo cual me parece, en 
principio -salvo que se me convenza de lo contrario— que es mezclar cosas que no tienen nada que ver. Una 
cosa es la dedicación exclusiva como régimen de trabajo y régimen de retribución salarial equivalente a la 
función que se cumple y que por parte del funcionario que queda incluido en ese régimen implica renuncia a 
muchas cosas -a su profesión, a su actividad particular, a cualquier otro tipo de actividad- y otra cosa distinta 
es la de los objetivos, metas y el rendimiento que pueda llegar a reclamar la Administración e, inclusive, a 
pactar con los propios funcionarios. Me parece que eso debería separarse, como tengo entendido por ejemplo 
que se hizo -ya que lo mencionó la señora Inspectora- en la reestructura de la DGI, donde, por un lado, se 
implementó el régimen de dedicación exclusiva y, por otro, se negoció y se pactó con los funcionarios que en 
virtud de determinados niveles de rendimiento accederían a una compensación o prima adicional. Y en este 
caso, vincular una cosa con la otra, a mí, francamente, hace que me surjan dudas, entre otras cosas, porque 
también aparece allí una tercera condición u objeción: la presunta opción que realizan los funcionarios no 
sería de una vez y para siempre; sería en todo caso factible de revisión anual por parte de la Administración. 
Y yo no sé en qué medida eso corresponde; lo digo francamente; cuando el funcionario hace una opción de 
estas características se entiende que prácticamente hace una opción de vida: resuelve renunciar a 
determinadas cosas a cambio de comprometerse a dedicarle en exclusividad su esfuerzo a la Administración 
Pública. Naturalmente, si después incurre en cualquiera de las causales de destitución, no cumple con sus 
obligaciones, cae en omisión, comete un delito, como ocurre con cualquier funcionario, independientemente 
del régimen de retribución o de trabajo, puede ser pasible de las mayores sanciones e inclusive de la 
destitución. Ahora, vincular el rendimiento a la renovación anual eventual, o a la revisión eventual anual de la 
condición de funcionario en régimen de dedicación exclusiva también es un exceso -o podría llegar a ser- 
desde el punto de vista de las atribuciones que se reservaría al respecto -si esto se llegara a confirmar- la 
Inspección General o el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Otro tanto creo que hay que decir en cuanto a algunas condiciones que quiero consultar, y hago un paréntesis 
en esto. Las afirmaciones enfáticas que puedan surgir de mi exposición que se tomen como interrogantes con 
lo cual, por supuesto, se podrá en todo caso contestar todo lo que he dicho y desmentir categóricamente o se 
podrá aclarar. En la medida en que se confirmen mis dudas, yo creo que iríamos por mal camino, o que las 
objeciones del sindicato estarían bien sustentadas. 


Hay algunos elementos en un formulario de declaración jurada que llegó a mis manos -o un proyecto, o 
borrador de formulario- que me dejan algunas dudas. No entiendo por qué a la hora optar por el régimen de 
dedicación exclusiva hay que preguntar al funcionario datos personales, tales como la cantidad de hijos que 
tiene, y no solo esto, sino también si viven con él. Habrá alguna razón; pediría que se me contestara. 
Asimismo, se exige realizar una declaración -creo que está muy mal planteado o muy mal redactado- acerca 
de si en los últimos tres años realizó "actividad rentada que implique menoscabo a su independencia y 
transparencia en la función". Creo que esto es introducir en un formulario la sospecha anticipada de la 
Administración con respecto a ese funcionario que está optando por la dedicación exclusiva, pues se presume 
que en el ejercicio de otras funciones incurrió en actos poco transparentes o que menoscabaron su 
independencia con relación a la función de Inspector de Trabajo. Entiendo que tal vez haya en esto 
simplemente un defecto en la redacción que podría corregirse y solucionarse. Lo menciono simplemente a vía 
de ejemplo con relación a las bases que por lo menos a mí me llegaron como borrador de bases que se están 
manejando y que dejan enormes dudas. Además, creo que podrían estar conduciendo a una situación no 
deseable para nadie, inclusive, para el señor Ministro y todo el equipo ministerial porque, según se me 
adelantó -lo sabrá mejor la señora Inspectora- parecería que los integrantes de la Asociación de Inspectores 
de Trabajo ya han decidido, por lo menos corporativamente, no acogerse a esta opción y no llenar el 
formulario de la declaración jurada, con lo cual se generaría un problema serio, porque si verdaderamente 
hubiera un acatamiento de casi el 90% de los inspectores en el sentido de no aceptar las condiciones que se 
proponen -en efecto, hay una negativa colectiva-, de no aceptar recorrer el camino de la dedicación exclusiva, 
sin negociación y, además, con condiciones que implican por lo menos, reitero, un exceso desde el punto de 
vista de la discrecionalidad administrativa, tal vez, el Ministerio esté abonando el terreno como para después 
de esto comprarse un problema y estoy seguro que ese no es el propósito de los jerarcas. 


Por lo tanto, hago este planteamiento con el ánimo de que si todo esto es así, que se analice, se revise y, sobre 
todo, que se dialogue porque me parece fundamental en todo esto que los principales involucrados o 
destinatarios finales de este esfuerzo, que son los propios inspectores, tengan una instancia de negociación. 
En casa de herrero, cuchillo de palo. Si el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que es el que debe velar 
por el cumplimiento de las normas laborales, fomentar la negociación tripartita, el diálogo entre empleadores 
y empleados, no hace gala de ello y en todo caso elabora, poco menos que en secreto, determinadas 
condiciones que después quiere imponer a los funcionarios, si esto es así, por lo menos hay una contradicción 
evidente. 


Estas son las consideraciones que queríamos formular con relación a este tema. Agradezco mucho la 
paciencia de la Presidenta, del señor Ministro, de la señora Inspectora y de los demás integrantes de la 
delegación. 


Con relación a todo lo otro, está muy bien. Yo no tengo por qué dudar de la versión que acaba de formular la 
señora Inspectora. También digo: vamos a esperar la respuesta de una instancia que está planteada, que es la 
denuncia que se ha formulado ante la OIT. El propio sindicato había anunciado en la Comisión que estaba 
trabajando en una denuncia y me consta que, en efecto, la concretó hace algunos meses. Creo que mejor 
tribunal de alzada que la OIT desde el punto de vista de analizar si se cometió algún tipo de persecución 
sindical o no, no hay. Así que me parece que por allí también tendremos un camino que permitirá dilucidar 
esta cuestión. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quiero hacer algunos comentarios, pero los voy a dejar para después 
porque me parece que deberíamos aprovechar -y mociono en ese sentido- la presencia del señor 
Subsecretario que es quien ha estado más en el tema de la tercerización, a no ser que el señor Ministro 
planteara que lo tratáramos con él. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿El señor Diputado plantea que se haga un cambio en el orden del 
tratamiento de los temas que habíamos acordado con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social? 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Lo que estoy diciendo es que una vez terminado el tratamiento de este 
tema con la Inspección, solicitaría a la Presidencia que se pasara a discutir acerca de las 
tercerizaciones, ya que sé que ha sido el señor Subsecretario quien ha estado en eso y tengo entendido 
que tiene que retirarse. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede proceder, señor Diputado. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quiero dejar dos o tres constancias. Como siento que, en cierta 
medida, me comprenden las generales de la ley por haber estado en la Inspección General del Trabajo 
durante tanto tiempo y debido a que, a veces, uno puede sentir pasiones que le quedaron de aquellos 
momentos -para mí, algunos difíciles, pero casi todos muy gratos-, quiero dejar algunas constancias. 


La constancia de actividad laboral no fue eliminada; fue sustituida por el recibo de sueldo, que a veces hacía 
de constancia de actividad laboral. De todos modos, si esta administración cree que era buena la constancia 
de actividad laboral, debería volver a ponerla. 


Los comunicados de licencia fueron sustituidos por otros mecanismos de comunicación, como la exposición 
a la vista de ellos, ya que estos eran una fuente inagotable de "juntadero" de papeles, y nunca se hacían las 
inspecciones. 


Con relación a la exclusividad, fue eliminada por una solicitud del gremio de la Asociación de Inspectores de 
Trabajo del Uruguay; en su momento, esta solicitó que la administración procediera en ese sentido, ya que la 
insuficiencia de los salarios no permitía vivir solamente de ese salario. El gremio pidió que fuera eliminada 
por ley, ya que estaba vigente y no se cumplía en la práctica. 


Me quedan diez temas más, pero quería tocar los más gruesos. Además, voy a tratar de seguir manteniendo el 
nivel que he logrado tener con el señor Ministro, que es tratar los temas por lo alto. No estoy dispuesto a 
bajar en forma rastrera; cada cual se hará cargo de las cuentas que quiera cobrar. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Empezaré por contestar en primer 
lugar, pero luego me sucederá la señora Narducci. 


Quiero hacer alguna aclaración general. Puede ser que haya una interpretación distante entre lo que dice la 
Inspectora y la Asociación de Inspectores, pero quiero aclarar que no venimos a explicar por qué no hay 
persecución sindical, sino que queremos saber por qué dicen que hay persecución sindical. Pero debe haber 
un planteo serio; las cosas que he oído, no solo acá, sino en el Ministerio, son un absurdo, y no venimos a 
levantar el absurdo. Cuando me hicieron este planteo, expresaron que, si no se estaba de acuerdo, iban a pedir 
que se reglamentara la actividad sindical según la ley de fueros, a lo que respondí: "¡Exactamente eso es lo 
que se necesita! ¡Que se diga cómo se realiza una Asamblea, cómo se realiza una reunión de Directiva, y no 
que haya ocho reunidos a los que se les pida que vayan a trabajar y digan que están en una asamblea o 
reunión sindical, sino que previamente se informe que se va a desarrollar como reunión sindical!" No me 
refiero a las resoluciones que se han tomado, porque si se tomó una resolución y se comunica, se cumple. 
Pero como ese ha sido el tono, nosotros no venimos a levantar el planteo de que hay persecución sindical. No 
la hay. Ahora, que alguien diga por qué hay persecución sindical. Nosotros no debemos explicar por qué no la 
hay; de lo contrario, entraríamos en una situación un poco complicada. 


Yo he militado sindicalmente, y estuve en esta Comisión. No se puede hacer afirmaciones generales, sino 
hechos claros, concretos, con fecha; entonces, uno los trata. Pero conozco cuando se puede confundir - 
muchas veces, lo hacen trabajadores; ahora, que lo haga el sindicato es otro problema-, porque se corrige un 
problema laboral con una cuestión sindical. No confundamos esas cosas. 


En cuanto a la reunión que tuvo AITU conmigo, no recordaba la fecha, pero el señor Diputado Pablo Abdala 
me recuerda que se llevó a cabo el 16 de febrero. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Es lo que me informaron. Es seguro que yo no estuve. 
SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Es seguro. 


Lo que sí recuerdo es la fecha en la que hice el anuncio y el motivo de la reunión posterior -cualesquiera haya 
sido la fecha-; fue el 17 de noviembre de 2006, el Día de la Inspección General del Trabajo. Allí dice que iba 
a estar en marcha todo el proceso de exclusividad el 1” de marzo. Entonces, la reunión del 16 de febrero - 
según me informan- fue para decirme que quedaban trece días y para preguntarme si seguía vigente lo que 


había dicho el 17 de noviembre, por el interés que tenían los Inspectores de que realmente fuera así. Fue la 
Presidenta de la Asociación de Inspectores de Trabajo del Uruguay y le dije que seguía vigente en todos sus 
términos lo que había dicho, con lo que quedaron muy complacidos, lejos de esta situación. 


Lo último que quiero decir -no voy a entrar en detalles; a ellos se referirá la Inspectora- es que si los 
Inspectores de Trabajo no firman la conformidad con la exclusividad, cumplirán otras tareas y no serán 
Inspectores de Trabajo; tendrán el sueldo que tienen en la tarea que desempeñan, pero no serán Inspectores de 
Trabajo. Lo que se les pide es exclusividad, sobre lo que creo que están muy entusiasmados -según vía 
pasillo-, porque van a cobrar bastante más que los Directores del Ministerio. Entonces, creo que tienen 
expectativa. Uno no hace eso a cambio de nada. O sea, se va a pedir compromiso de gestión, porque esto no 
se hace a cambio de nada; no se va a duplicar o hasta triplicar el sueldo a cambio de nada. No se hará por dos 
horas más, sino por poder organizar el trabajo de acuerdo con lo que se necesita para cumplir con la función. 
Entonces, por supuesto que se les va a pedir determinado compromiso con la gestión. Si no lo quieren asumir, 
van a mantener el mismo sueldo en otra función. Creo que el Ministerio sí va a tener un problema. Ahora van 
a entrar treinta y tres Inspectores nuevos; creo que la gran mayoría va a aceptar lo que se está planteando, 
porque le conviene al Inspector y al Ministerio. Si alguien no lo hace, el problema que tendrá el Ministerio 
será sustituirlo como Inspector... 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Reemplazantes. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Claro, pero no van a perder el 
trabajo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- "Lock out". 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No es "lock out"; no va a perder el 
trabajo ni el sueldo. El "lock out' es otra cosa. No quiero entrar en eso... 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Perdón que lo interrumpí. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No se trata de la interrupción -puede 
interrumpir todas las veces que quiera-; el tono de la interrupción es el problema, el tenor de la 
interrupción es el problema. No se puede comparar esto con un "lock out"; no tiene nada que ver. 


(Interrupción del señor Representante Pablo Abdala) 


Es herir la inteligencia de uno decir esto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voy a solicitar al señor Diputado Pablo Abdala que permita que el señor 
Ministro termine su exposición. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El problema es cómo se interviene. 
Utilizó la palabra "reemplazantes"; se equivocó. Podría decir "carneros", pero no "lock out"; "lock 
out" implica que cierre la empresa. Acá no cierra la empresa, de ninguna manera. Y tampoco sirve la 
palabra "carneros”, porque se da el mismo sueldo en otra función, porque no acepta la duplicación y 
media. Pero, ¿quién no acepta? Vamos a ver quién no acepta. Creo que hay funcionarios de la 
Inspección que tienen otro trabajo y me parece que son muchos. Y hay muchos que, sumando el sueldo 
del otro trabajo más el del Ministerio, cobrarán menos de lo que tendrán ahora. Hay otros que, solo 
con el otro trabajo, pueden cobrar más; son muy poquitos. Serán esos los que digan: "A mí no me 
conviene". 


Lo que uno organiza es el trabajo en una actividad que es muy sensible para el conjunto de los trabajadores. 
Y hay documentos que están en discusión; no están terminados. Se va a plantear que se firme la declaración 
jurada y el compromiso de gestión. En la DGI se firmó el compromiso de gestión; acá también y de la misma 
forma que en la DGI; no es distinto. La Inspectora dijo con quién estábamos conversando esto, que fue quien 
organizó la exclusividad en la DGI. 


Yo quería decir estas cosas en forma previa a la intervención de la señora Inspectora. No creo que tenga que 
responder punto por punto porque en algunos hay que precisar qué se dice. No se puede decir: "La Inspectora 
persigue". ¿Cómo persigue? ¿A quién persigue? ¿Quién la avala? No vale la declaración individual; hay que 
aclararla. Entonces, no se puede responder punto por punto. Nosotros queremos aclarar en qué estamos, qué 
buscamos, a dónde vamos y dónde el interés de los uruguayos se contrapone con el interés, no de esta 
Asociación, sino de algunos inspectores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo con lo convenido, el señor Subsecretario, doctor Bruni, se va a 
retirar. 


(Se retira de Sala el señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social) 


SEÑORA NARDUCCI.- Voy a aportar algunos aspectos a las interrogantes del señor Diputado Pablo 
Abdala. 


Son 119 los cargos de inspectores presupuestados; van a aumentar por el ingreso de nuevos funcionarios que 
están en un proceso de selección. 


El señor Diputado decía que, por lo menos, había perjuicio a las funciones realizadas por el Presidente y el 
Secretario del sindicato, que tenía elementos planteados en ese sentido. Yo quiero expresarle lo siguiente. El 
entonces Secretario del sindicato es el inspector Francisco Pierlet. Él es supervisor de equipo, continúa en esa 
función que viene desarrollando desde hace muchísimos años. La única tarea en la que no participa, con 
respecto a las anteriores actividades, es en la integración de una comisión tripartita, en tanto la Asociación 
decidió el retiro de todos los funcionarios de los ámbitos de colaboración con la Administración, a partir del 
año 2004. Es decir que esto es por su propia voluntad y decisión. 


El señor Diputado nombró, también, al Presidente de la AITU. El entonces Presidente de la AITU es el 
inspector Eduardo Fernández. Este inspector, en 2005, recibió de parte del Inspector General del momento, 
señor Ronald Graside, la orden de realizar la investigación de un accidente mortal en la Ciudad Vieja. El 
inspector realizó esa investigación a siete cuadras del Ministerio de Trabajo al día siguiente de habernos 
enterado de esa comunicación, que fue el mismo día de la orden de servicio impartida, alrededor de la hora 
13. Él jamás fue sancionado. El inspector Eduardo Fernández en este momento, además de estar encargado 
de todos los registros -que son técnicos, no administrativos- que funcionan en la órbita de la Inspección, por 
resolución es subrogante de todos los supervisores de la Inspección General del Trabajo, división 
Condiciones Ambientales de Trabajo. Es decir que incrementó sus tareas y responsabilidades. 


Se habló de cambios de horario. No existieron cambios de horarios. Lo que existió fue el control del 
cumplimiento de los horarios que los funcionarios están obligados a realizar. ¿Esto mediante qué 
mecanismos? Por ejemplo, si una persona tiene una tarea de dirección o de supervisión y necesita retirarse a 
hacer una gestión personal -al banco, a un juzgado, a un comercio- tiene que comunicarlo antes de salir. 
Entonces, se le autoriza, luego regresa y continúa con su actividad. No hubo cambios de horarios. Es más: el 
horario que deben realizar los inspectores es de ocho horas diarias, cuarenta horas semanales. En razón de los 
bajos salarios y de las negociaciones en curso, nosotros seguimos autorizando la realización de seis horas 
diarias y no estamos exigiendo las ocho horas diarias que, por ley, corresponde realizar. 


En cuanto a que no hay negociación, voy a poner un solo ejemplo. Fueron múltiples las reuniones que hemos 
mantenido y no sólo en el ámbito de la Inspección, con distintos integrantes de la asociación, sino que 
también en el ámbito de la Dirección General han mantenido diferentes reuniones en paralelo. Y para que 
sepan les digo que en diciembre del año pasado entregamos ese proyecto que recibió ahora la señora 
Presidenta y no es el definitivo, es mejorado. Ese mismo proyecto lo recibieron el año pasado y en el mes de 
diciembre ellos nos acercaron, como Comisión Directiva de AITU, un borrador con una propuesta de decreto, 
elaborado por ellos, en los mismos términos. La única variante que tiene la propuesta de la Asociación de 
Inspectores es que la ubicación de la auditoría interna de control debe ser fuera de la institución Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Esa es la única variante con respecto a nuestra propuesta. Es un texto presentado 
por los propios integrantes de la Comisión Directiva de la Asociación de Inspectores de Trabajo del Uruguay. 
Por eso me sorprenden estas discrepancias que no son claras. Es decir que ante nuestra propuesta -que 
recibieron por escrito-, nosotros tenemos en la Inspección un documento que es un aporte que modifica 


exclusivamente la ubicación de la auditoría interna para el seguimiento de las normas de exclusividad que 
deben regir a los inspectores de trabajo. 


En cuanto a la admisión, hay un caso que en este momento está en el ámbito de la Justicia Penal, en donde se 
está evaluando la situación de un inspector que, por sumario, además tiene suspendidas las funciones 
inspectivas. Ante el solo planteo del funcionario de acogerse al régimen de exclusividad, no puedo darlo por 
aceptado. Tengo que tener, como se me indica por los correspondientes organismos del Estado, el derecho de 
analizar la situación personal de estos funcionarios con casos específicos a resolver y decidir de la manera 
más conveniente, con el aporte de los organismos del Estado que correspondan. 


Con respecto a la falta de claridad en la redacción, quiero manifestar al Diputado Pablo Abdala que eso es 
textual del Decreto N* 30 del año 2003. El decreto habla de la transparencia que debe seguir a los 
funcionarios del Estado. En consecuencia, es una transcripción literal del Decreto N* 30, que por otra parte 
vamos a aplicar porque tenemos responsabilidad jerárquica de hacerlo. Es otro aspecto a tener en cuenta con 
relación al derecho de admisión. Hay que ver si hay funcionarios que tienen vínculos de consanguinidad, si 
hay quienes están emparentados por vínculos estrechos como, por ejemplo, los hijos, los padres. Debemos 
verificar en qué términos se puede acoger o no la solicitud del funcionario, en el marco de una norma que 
rige para los cargos inspectivos de contralor, incorporada en un decreto que el Estado tiene, el Decreto N* 30 
del año 2003. Es bien estricto ese decreto que establece una serie de implicancias y exigencias que los 
organismos del Estado deben tener para con los funcionarios que están en funciones de dirección y contralor, 
como cargos inspectivos. 


Lo relativo al compromiso de gestión lo dijo claramente el señor Ministro. Quiero precisar que el 
compromiso de gestión se renueva cada dos años. Aclaré esto a todos los funcionarios días pasados en 
presencia del Director General del Ministerio, en la sede del Banco Central. Allí también concurrieron los 
Inspectores del interior; no es la primera vez que son convocados para discutir estos temas. En esa 
oportunidad, trabajamos con transparencias desde la hora 9 hasta las 13, para tener lo que van a recibir a 
través de la señora Presidenta, que son los contenidos probables de las normas que van a regir en materia de 
exclusividad. En este sentido, establecimos y aclaramos que el compromiso de gestión -este, el actual, el 
primer compromiso de gestión- lo estamos haciendo con propuestas de la Administración. Los siguientes van 
a recoger los planteamientos y van a ser discutidos con los funcionarios, porque hay metas individuales y 
colectivas. ¿Por qué planteamos el compromiso de gestión en esta primera oportunidad desde la 
Administración? Porque el compromiso de gestión tiene que estar en función de la aplicación del régimen de 
exclusividad y de los medios. Estamos esperando la licitación para la compra de las camionetas. Es decir que 
hay aspectos por los cuales los funcionarios no pueden comprometer su voluntad, porque van a depender de 
las gestiones que nosotros estamos analizando. Se trata de metas cumplibles para estos primeros dos años, 
con los recursos que el Ministerio está dispuesto a volcar para el fortalecimiento de la Inspección General del 
Trabajo y la Seguridad Social. Luego haremos ésto juntos y seremos mucho más ambiciosos en nuestras 
metas y en nuestros compromisos. 


Corresponde establecer una auditoría interna. En el caso de la DGI, esta está integrada por personas ajenas a 
la estructura, como un Juez retirado. Nosotros vamos a tener una auditoría interna, pero todavía no hay 
definición sobre los candidatos que la pueden integrar. Además, esto se va a establecer en el próximo 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas para la generación de este organismo de contralor. 


El diálogo, señor Diputado, es permanente. Cada vez que algunas personas necesitan evacuar una duda, una 
inquietud, aun por fuera de las instancias programadas de encuentros y de reuniones, en Inspección y en 
Dirección General golpean la puerta y son recibidos; telefónicamente, de la misma forma. Yo me comunico 
telefónicamente cuando es necesario para tener claridad. Reitero que el diálogo es permanente. 


Espero hacerme acreedora del beneficio de la duda. Además, usted fue muy categórico y dijo: "En casa de 
herrero, cuchillo de palo". Yo no puedo aceptar que usted haga una afirmación de esa naturaleza. Usted 
desconoce mi trayectoria y mi pasado. Esta es una ofensa gratuita sin fundamentos, que usted se suma a 
realizar de la misma forma que la Asociación de Inspectores. El doctor Iturralde Viñas me conoce algo más. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aun nos quedan dos temas para considerar, que tienen para la Comisión la 
misma o más importancia que este. Creo que estos temas no van a quedar saldados en el día de hoy. El 
Ministro ha manifestado su voluntad de participar una vez al mes en esta Comisión, por lo que creo 


que estos temas se van a seguir abordando. Solicito encarecidamente al señor Diputado Pablo Abdala 
que se ciña estrictamente a hacer una pregunta, en un tiempo prudencial, porque -reitero- tenemos 
temas importantes para abordar. También solicito mantener el estilo de trabajo que debe tener la 
Comisión frente a los planteamientos. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Sabe muy bien -porque he hecho gala de eso- que mi estilo, más allá de 
cualquier defecto que pueda señalarse de mí, está fuera de discusión. Siempre he sido muy respetuoso 
en la relación con los colegas y particularmente en ocasión de la visita de los representantes del 
Ministerio o de otros representantes que comparecen ante esta Comisión. 


Simplemente, quiero hacer algunas aclaraciones con el ánimo de redondear este tema, por lo menos en el día 
de hoy. Lamento que la señora Inspectora General del Trabajo tome mis afirmaciones como si fueran de 
carácter personal, porque no lo son. Si ella se sintió aludida personalmente, sabrá por qué. Cuando yo dije: 
"En casa de herrero, cuchillo de palo" no me refería a la señora Inspectora; estaba describiendo una situación 
cuyo primer responsable es el Ministro de Trabajo y Seguridad Social, quien lo es objetivamente, porque es 
el Jefe del Inciso y el titular de la Cartera. Simplemente, lo que hago es analizar con objetividad, más allá de 
valoraciones de carácter personal, las cosas tal como las percibo, interpretando los aspectos de convicción 
que llegan a mi mesa de trabajo. Y como llegan elementos de convicción, informaciones o versiones a mi 
mesa de trabajo, voy a entregar a la señora Presidenta el memo que me fue remitido en el día de ayer por 
parte de la Asociación de Inspectores de Trabajo del Uruguay, de donde surge una versión diametralmente 
opuesta a la que acaban de expresar el señor Ministro y la señora Inspectora General del Trabajo. En eso no 
hay agravios gratuitos ni ofensa alguna; simplemente, hay el deber de un legislador de la oposición de 
contrastar versiones. 


Con relación al tema de la exclusividad, la señora Inspectora General del Trabajo acaba de ratificar nuestras 
afirmaciones en cuanto al contenido de las bases, que me dejan enormes dudas. Entiendo que no es 
razonable, no alcanzo a percibir claramente el fundamento de que la Administración se reserve el derecho de 
admisión. Tengo entendido que en experiencias similares, por ejemplo en la DGI, no ocurrió en esos 
términos. Pero eso es, simplemente, un antecedente o una referencia. 


Sobre los errores de redacción presumí que podía ser esa la explicación de reclamarle bajo firma o con el 
rótulo de declaración jurada a los funcionarios que reconocieran si tenían actividades que pudieran poner en 
duda su independencia y su transparencia. Me parece que es una solicitud demasiado fuerte. 


Aparentemente, el señor Ministro se molestó por el tenor de mis expresiones. Yo lo lamento; lo digo 
francamente. En todo caso, a mí me sorprenden bastante, pero no me molestan algunas de las afirmaciones 
que ha realizado el señor Ministro. Él acaba de decir que cualquiera sea la situación o el resultado de la 
convocatoria que está planteada, si la organización gremial de la Asociación de Inspectores de Trabajo 
resolviera colectivamente no participar, para la Administración eso sería un tema irrelevante, ya que se 
seguirá adelante con el proyecto y, por lo tanto, se desconocerá esa expresión sindical. A mí eso me llama la 
atención. No me molesta, pero me llama la atención, porque aparentemente indicaría que si se diera una 
situación de conflicto, el Ministro poco menos que haría oídos sordos a eso, no le asignaría trascendencia 
alguna y, eventualmente, buscaría una solución lateral, pero poco importaría que un sindicato se declarara en 
conflicto, cuestionara o resistiera en función del ejercicio de sus derechos sindicales una decisión de la 
Administración. A mí no me molesta, pero me sorprende; lo digo francamente. 


En cuanto a las pruebas de la persecución sindical, se trata de afirmaciones que ha hecho el sindicato, que yo 
no quiero dejar pasar por alto. El Ministro las ha descalificado; yo no las califico ni las dejo de calificar. Por 
supuesto que pertenecen al plano de lo subjetivo. Que hoy pueda estar dándose determinada forma de 
relacionamiento interno en el ámbito de la Inspección General del Trabajo, para el sindicato tiene la 
calificación que tiene; para el Ministro no la tiene. Yo simplemente traslado lo que en su debido momento nos 
fue trasladado a nosotros, a los efectos de que lo analicemos. Por supuesto que el Ministro tiene derecho a 
decir que eso no es persecución sindical, pero hay un determinado cuadro de la situación que a nosotros se 
nos describió, que es natural que nos preocupe y nos llame la atención. Además, aparentemente tiene su 
correlato ahora, con la definición de un tema central para la Inspección General del Trabajo, a propósito del 
cual la Administración dice que negoció y el sindicato dice que no hubo tal negociación. 


Comprenderán los señores representantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que nosotros 
vinculemos una cosa con la otra, y que realmente nos preguntemos cómo son las cosas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En cuanto a lo que recién manifestaba 
el señor Diputado, yo no dije que no me importa lo que un sindicato resuelva. Yo dije que si, 
establecido cuál es el documento, hay Inspectores que no lo firman, mantendrán el sueldo y el trabajo 
en otro cargo. No dije que no me importa lo que resolviera un sindicato. 


El sindicato resolvió que no se retiren los sobres. Según decía el señor Diputado, es un sindicato que 
representa el 80% o el 85%; sin embargo, en Montevideo el 60% ya retiró los sobres. 


A mí me importan las decisiones del sindicato. Lo que dije es que si los Inspectores finalmente, no por 
decisión del sindicato sino en forma individual, resuelven que no les sirve, no firmarán y mantendrán el 
sueldo actual y un cargo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero no como Inspectores. Eso es lo 
que quiero aclarar. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Con respecto al formulario de dedicación exclusiva, hoy se 
habló de un Decreto de 2003. Quisiera preguntar si el punto cuatro de la declaración jurada también se 
basa en ese decreto. Nos parece bien que haya un compromiso de gestión, así como una dedicación 
exclusiva en esa área. Sin embargo, el compromiso de gestión tiene que ser acordado con los 
trabajadores para que se pueda llevar adelante. 


Tengo dudas con respecto a que pasado un tiempo se les quite la dedicación exclusiva. Me da la sensación de 
que, en caso de tener esa potestad, es demasiado discrecional. Y si se llegara a tenerla, deben existir 
elementos objetivos para que no se convierta en un elemento de persecución o de presión de la 
Administración, sea esta o cualquier otra que venga. No digo que ustedes realicen una persecución sindical, 
lo que digo es que hay que dar garantías al funcionario de que una vez que organiza su vida según el salario 
que recibe, mañana el administrador de turno -quien sea- no pueda quitárselo por sí y ante sí. Eso me dejó 
preocupado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les recordamos que luego de la respuesta que dará la delegación del 
Ministerio, todavía debemos tratar los temas de prevención de conflictos, negociación colectiva y ley de 
tercerizaciones. 


SEÑORA NARDUCCLI.- No me quedó claro a qué se refiere el señor Diputado cuando habla del punto 
cuatro. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANL.- Quisiera saber si el punto que trata de evitar la corrupción y 
la conjunción del interés público y privado fue sacado del Decreto de 2003 que se mencionaba. 


SEÑORA NARDUCCI.- Sí, está relacionado con el Decreto de 2003 que obliga, aunque no es 
transcripción literal. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Creo que a eso se refería el señor Diputado que mencionaba 
una mala redacción. Creo que es difícil que una persona diga: "Sí, yo tuve una conjunción de interés 
público y privado y actué en forma poco transparente". Se estaría acusando. Creo que habría que 
buscar otra redacción. Entiendo el motivo y me parece pertinente, pero el tipo de redacción no sirve; si 
leemos el punto, nos damos cuenta. Digo esto por la positiva. Habría que buscar otro tipo de redacción 
para el punto cuatro, con el mismo objetivo. 


SEÑORA NARDUCCI.- Simplemente, quiero comentar que esto, de alguna forma, tiene el mismo 
contenido que obligó en su declaración jurada a los Inspectores de la DGI. Sobre la base del formulario 
que utilizó la DGI, realizamos el nuestro, porque estamos hablando de la misma temática: la 
dedicación exclusiva. El Decreto N 30/003 establece diversas obligaciones y responsabilidades para los 
funcionarios con cargos inspectivos y de Dirección. Tenemos que realizar cada dos años, en sobre 
cerrado, la declaración de bienes -muebles e inmuebles-, cuentas bancarias y demás. De la misma 


forma, cuando se establece la exclusividad, en el documento de la DGI se indaga respecto de estos 
temas. Si vamos a establecer un régimen de exclusividad para los Inspectores de Trabajo, no podemos 
no tener las mismas exigencias que se plantearon en su momento a los inspectores de la DGI. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Decía al empezar que había que hacer 
una especie de paquete y no considerar la Ley N” 18.099, o la prevención de conflictos, sin una 
presentación general. Para ello, debo hacer referencia a un proceso que se ha dado. 


Presentamos el proyecto de la actual Ley_N” 18.099 en setiembre de 2005. Eso fue precedido del estudio de 
lo que había sucedido en el sector forestal durante mucho tiempo. En 2004 hubo sesenta accidentes graves en 
la forestación, de los cuales siete fueron mortales. Hablé de esto con el sector forestal antes y después de 
haber asumido mi cargo en la Cartera; inclusive, participé en una reunión invitado por Botnia y la Sociedad 
Forestal, en la que hablamos del tema. Estaban presentes otros Ministros y mencionamos nuestra 
preocupación con respecto a los accidentes y a qué los atribuíamos: a un sistema de subcontratación que se 
estaba utilizando en la forestación, que quitaba la responsabilidad de la salud y la seguridad en el trabajo a las 
empresas centrales o contratantes y la derivaban a empresas que proporcionaban personal o subcontrataban 
servicios. Esa noche, quienes estaban presentes asumieron que eso ocurría y se comprometieron a tratar de 
corregirlo. Tuvimos reuniones posteriores y manifestamos qué cosas había que corregir. Eso fue lo que 
incluimos en el proyecto de ley posterior que presentamos en setiembre y que se aprobó, finalmente, el 10 de 
enero en el Senado, con las modificaciones que sufrió en el debate parlamentario. 


Digo esto porque ahí empieza el tema de este proyecto de ley. En el año 2005, en el sector forestal hubo dos 
accidentes graves -no sesenta-, ambos mortales. Es decir que de sesenta accidentes graves se redujo a dos y 
de siete muertes se pasó a dos, porque los dos accidentes graves fueron mortales. En 2005 entendíamos que 
las exigencias, no planteadas por ley sino a través de conversaciones e intercambios con el sector forestal, 
habían dado resultado. Disminuyeron enormemente las denuncias de los trabajadores. Cuando los 
trabajadores nos hacían todo tipo de denuncias, reconocían que había habido una mejora muy importante en 
la atención de la salud, de la seguridad y en la formalización del trabajo. Fue muy importante lo que sucedió 
en el sector forestal. Los detalles que incluimos en la ley es lo que intercambiamos con el sector forestal. 


A principios de 2006 hay un crecimiento de los conflictos que deriva en ocupaciones. Tuvimos intercambios, 
desacuerdos, acuerdos. Elaboramos un proyecto de ley que no ingresó formalmente al Parlamento, pero se lo 
comunicamos a trabajadores y empresarios -creo que fue en la Sala 17 de este edificio- en este ámbito, y tuvo 
un fuerte rechazo de parte de ambos grupos. Paradojalmente, un mismo artículo tenía, al comienzo, el 
rechazo de los empresarios y, al final, el de los trabajadores. Hubo una reunión de veinticuatro cámaras 
empresariales que resolvieron cuestionar ese decreto y nombraron seis Presidentes de Cámara que se 
reunieron conmigo y me plantearon la inconveniencia del proyecto de ley y la voluntad de ir a un proceso de 
discusión poniendo -palabras textuales- "toda la carne en el asador", no derivando la representación de las 
Cámaras a los asesores, sino asumiéndola los Presidentes para discutir un proyecto de ley de negociación 
colectiva. Ellos entendían que el capítulo final debía tener el título "Prevención de conflictos” y encarar la 
prevención de conflictos como resultado del proyecto de ley de negociación colectiva. 


A la semana, nos reunimos con las mismas veinticuatro cámaras empresariales, los Ministros de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, de Industria, Energía y Minería y quien habla, y planteamos que retirábamos el proyecto 
de ley y lo sustituíamos por un decreto de prevención de conflictos. Les dijimos qué cosas modificábamos y 
qué cosas se mantenían en el proyecto, y aceptábamos el planteo de discutir a fondo un proyecto de ley de 
negociación colectiva. Nos dijeron que iban a impugnar el decreto, pero que les parecía enormemente 
positiva la salida. Nos hablaron hasta de los tiempos de la impugnación, que iba a llevar un año y medio o 
dos; mientras tanto, rige el decreto. En un año y medio o dos debemos resolver el proyecto de ley de 
negociación colectiva y derogar el decreto. Eso fue lo que hablamos. Esto se introdujo en el compromiso 
nacional. Y en conversaciones bilaterales con la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay 
hablamos de que un proyecto de ley no podía ser resuelto solo entre trabajadores, empresarios y Gobierno, 
sino que debían tener participación los legisladores, porque son los que resuelven los proyectos de ley. Desde 
el momento en que se elabora el proyecto debían estar presentes los legisladores. El señor Julio Lacarte Muró 
fue quien hizo este planteo y nosotros lo compartimos. 


Como dije, esto se introdujo en el compromiso nacional, en la Comisión de Legislación del Compromiso 
Nacional. Mientras se produce esto, se aprueba en el Parlamento la Ley N? 18.099. El sector empresarial 


plantea cómo se aprobó algo que no estaba incluido en la Comisión Tripartita. Yo me he cansado de decir en 
la prensa que estaba presentado siete u ocho meses antes de que se iniciara ese camino discutir el proyecto de 
ley de negociación colectiva de forma tripartita. Entonces, no es correcto plantear que no se sigue avanzando 
por el camino de la elaboración de un proyecto de ley de negociación colectiva por algo que fue presentado 
anteriormente. Asimismo, me plantearon que se había aprobado el proyecto de ley de los créditos laborales. 
Al respecto, nosotros dijimos que no había sido iniciativa del Poder Ejecutivo, pero sí el proyecto de 
tercerizaciones. También dijimos que el Parlamento es independiente del Poder Ejecutivo, y que se había 
dado así. Pero nosotros teníamos el compromiso de retirar un proyecto de ley de prevención de conflictos a 
partir de un compromiso asumido entre todas las partes. El compromiso también lo asumieron los 
trabajadores. Lo empezamos a conversar con ellos y la resolución terminó de forma tripartita; o sea que los 
trabajadores lo asumieron. 


Entonces, se resolvió invitar a los Presidentes de las dos Comisiones legislativas para que lo trasladen a la 
Comisión y esta resuelva cómo se participa. Es decir, no hay una invitación política partidaria sino 
institucional. Eso es lo que se habló en el Compromiso Nacional. Mientras se discute hacia dónde vamos con 
este proyecto de ley, está interrumpido el funcionamiento de la Comisión de Legislación Laboral, por eso no 
hemos avanzado más. 


En esa Comisión nosotros tenemos la intención de presentar un proyecto, borrador de borradores, de un 
sistema nacional de negociación. A esta altura, no hablamos solo de negociación colectiva sino de un sistema 
nacional de negociación donde se combinen cuatro aspectos: el Salario Mínimo Nacional por decreto -en 
consulta con las partes para quienes no tienen ninguna forma de negociación colectiva-; la negociación por 
rama de trabajo a través de los Consejos de Salarios; la negociación por empresa bipartita; y la prevención de 
conflictos. 


Nosotros estamos valorando que la ley de Consejos de Salarios, tal como se aprobó en 1943, se aplicó en 
1985 con modificaciones por decreto, y como la aplicamos nosotros en 2005 con modificaciones por decreto, 
va a tener dificultades si no se complementa de otra forma. Son cada vez mayores las diferencias entre 
empresas del mismo ramo. Entonces, las resoluciones del Consejo de Salarios, o dejan insatisfechos a 
trabajadores que pertenecen a empresas con mayores posibilidades, con mayor rentabilidad o le pueden 
provocar problemas a empresas menores. Esto lo vivimos en los Consejos de Salarios. Cuando el Poder 
Ejecutivo fija pautas generales se producen conflictos; muchas veces le sirven a trabajadores de comercio y 
servicio, pero no a trabajadores de la bebida, de la carne, o de lácteos. Entonces, entre las diferencias que hay 
en esos sectores, algunos trabajadores tienden a ponerse de acuerdo más rápidamente que otros, generándose 
conflictos que deberían tener una válvula de escape de otro orden. Nosotros entendemos que puede darse 
solución a esto a través de la negociación por empresa. Pensamos que hay que combinar esas tres cosas. 
Después, como capítulo final o inicial, un mecanismo de prevención de conflictos que esté vinculado a la 
forma tripartita tradicional en Uruguay con participación mayoritaria del Ministerio; tres, dos y dos. Ese sería 
el porcentaje, vinculado al consejo superior tripartito, pero que no sea necesariamente este porque es muy 
grande, es decir que puede establecerse un organismo dentro de él. Estas son las ideas en borrador para 
empezar a debatir; es lo que está presente en este momento. 


Esto es lo que queríamos iniciar cuando se interrumpe la discusión por las críticas empresariales a la Ley N* 
18.099. Ahí tengo que centrarme un poco más en las críticas. El sector empresarial pide al Poder Ejecutivo 
que la ley se derogue, se modifique o que en adelante se establezca una ley interpretativa porque entiende que 
la reglamentación no puede por sí misma hacer correcciones porque, por ejemplo, de producirse un problema 
judicial, los jueces se van a guiar, no por la reglamentación, sino por la ley. Esto es lo que manifiestan y 
piden, reitero, la derogación, la modificación o la ley interpretativa. La respuesta del Ministerio fue que la ley 
fue aprobada por el Poder Legislativo. Entonces, desde el punto de vista formal nosotros no podemos 
plantear esa derogación. Aclaro que seis representantes de dieciocho cámaras se entrevistaron conmigo, y 
fueron elegidos para eso en una reunión. Desde el punto de vista formal, en dicha reunión se hicieron 
afirmaciones generales; por ejemplo, se dijo: "Nos va a obligar a hacernos cargo de los salarios de los 
trabajadores de la empresa que contratamos para tal cosa y nosotros en realidad contratamos cinco, pero nos 
vamos a tener que hacer cargo de todo". Yo entiendo que eso no sucede. De todas maneras, no se hacía la 
vinculación con determinados artículos. 


Luego plantearon la diferencia entre la subcontratación de trabajadores y contratar un servicio. Entonces, 
pedí a los empresarios que me hicieran un trabajo escrito vinculando cada afirmación a un artículo de la ley, 


explicando por qué entendían que se producía eso. Después yo revisaría la ley. Por ejemplo, en esto de que se 
tienen que hacer cargo de todo los trabajadores, la norma habla expresamente de los trabajadores contratados; 
este tema está acotado con claridad. Ese trabajo me lo dieron el viernes pasado. Yo estaba enfermo; me 
levanté para ir a buscarlo y leerlo. 


Ahí hay dos aspectos que pueden tener relación; el resto parece que no; la afirmación general no coincide con 
el artículo que se cita. De todas maneras, en el día de ayer hice llegar el material a los otros Ministros que 
están vinculados al compromiso Nacional y voy a hacerlo llegar a los legisladores que participaron en la 
aprobación de la ley, a fin de ver cómo podemos avanzar. Aún no he dado respuesta, porque quiero que sea 
acordada con los otros Ministros para dar, en primer lugar, a los empresarios. Hace varios días que la prensa 
me está apurando y yo les digo que no se van a enterar por la prensa de la respuesta sino directamente, pero 
no la tenemos. Reitero, ayer repartí el material y estamos en eso. 


Nosotros estamos dispuestos a reglamentar para tratar de evitar que haya confusiones. Queda pendiente 
aquella afirmación acerca de que un Juez no se va a guiar por la reglamentación sino por la ley. Analizaremos 
claramente cómo se establece eso. Como se podrá advertir, para mí esto es un paquete: lo que presentamos en 
2005, lo que acordamos discutir en 2006, la modificación que tuvo ese acuerdo, porque el acuerdo era 
discutir un proyecto de ley en negociación colectiva, pero en el propio Compromiso Nacional se transformó 
en un sistema nacional de negociación, y cómo se vincula esto a la ley de tercerización y cómo, de alguna 
manera, está vinculado al otro punto de la convocatoria, que es la prevención de conflictos, la ocupación de 
lugares de trabajo. 


Quiero aclarar que dictamos un decreto que está vigente y que sobre la base de él se hicieron las tres o cuatro 
desocupaciones de lugares de trabajo que hubo en los últimos tiempos en Uruguay; los jueces se apoyaron en 
ese decreto. 


Hace unos días hubo un conflicto importante en Maldonado, referido a la recolección de basura, y antes de 
aplicar el decreto, nosotros firmamos la esencialidad del servicio, que al final no se aplicó. Un día señalamos 
que si el conflicto no se arreglaba tendríamos que entrar en la esencialidad para que no se acumularan días 
sin recoger basura. Ese día se negoció hasta la hora una y treinta de la madrugada -siempre con la expectativa 
de arreglar el conflicto-, pero en el momento de firmar no se arregló. Al día siguiente a las nueve de la 
mañana firmamos la esencialidad y a la misma hora la Cámara Empresarial de Maldonado nos planteó que se 
hacía cargo de los puntos que no aceptaba la empresa y, de esa manera, ese día se arreglaba el conflicto. 
Pidieron para negociar en la sede del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en Montevideo, y así se hizo. 
Como resultado de la negociación se rompió el decreto de esencialidad. En esa oportunidad, nosotros íbamos 
a aplicar de oficio el decreto, no como ha sucedido otras veces en que fue solicitado al Juez por parte de la 
empresa o de los trabajadores. Desde el punto de vista de la aplicación, se reclamó en seis oportunidades y en 
tres o cuatro el Juez resolvió el desalojo sobre la base del mencionado decreto, lo que no estaba pasando 
anteriormente. Nosotros sabemos que tal como está redactado no tiene el visto bueno de los empresarios ni de 
los trabajadores. Los empresarios no lo comparten, por lo que se establece acerca de la ocupación, como 
extensión de la huelga, y los trabajadores tampoco lo comparten por lo que sigue después de eso. 


Desde el punto de vista de la efectividad, ha sido efectivo y fue bastante rápido, pero esto seguirá vigente 
hasta que establezcamos un capítulo, por vía del acuerdo, en el que se trate este tema. 


Por otra parte, como Ministerio -hemos hablado con el señor Diputado Iturralde Viñas- se nos han presentado 
dos proyectos que tienen que ver con esto -pensamos que eso lo puede resolver la Comisión-, que avanzan en 
la prevención de conflictos. También quiero decir, ya lo he dicho públicamente, que como Gobierno y como 
fuerza política, en la campaña electoral hemos establecido una serie de compromisos -algunos tienen que ver 
con leyes- y nos hemos planteado el diálogo tripartito como instrumento aunque, reitero, el objetivo son 
determinadas leyes. 


Entonces, si a partir de que creamos determinados organismos tripartitos se empieza a utilizar el mecanismo 
de retirarse de la negociación y se interrumpe el diálogo, nosotros vamos a tratar de recomponerlo, pero 
llegado el momento, si no hay diálogo, vamos a elaborar los proyectos y como Gobierno, como fuerza 
política y como Poder Ejecutivo los enviaremos al Parlamento para que los considere. No se puede pretender 
por la vía de interrumpir el diálogo que se interrumpa la consecución del objetivo. Eso no se puede entender 
así. 


En estos momentos estamos tratando de recomponer las conversaciones, pero esto tiene un plazo; si luego de 
un tiempo no las recomponemos, haremos lo que sea necesario desde el punto de vista del Poder Ejecutivo, 
pues este tomará la iniciativa y el Parlamento realizará las modificaciones que entienda pertinentes. 
Pensamos que el diálogo es el mejor instrumento, pero no vamos a detenernos porque se interrumpa, sobre 
todo cuando se corta por aspectos que se plantearon antes de iniciarlo. 


Nosotros sabemos que si la fuerza política o el Gobierno elabora un proyecto de ley, tiene mayorías para 
aprobarlo; puede hacerlo. Sabemos que es el camino más corto. Sabemos que cuando discutimos uno de 
nuestros proyectos en un ámbito tripartito es mucho más lento; sabemos que después no sale lo que nosotros 
planteamos tal como lo hicimos; sabemos que no sale lo que los empresarios desean tal como lo quieren y 
también sabemos que tampoco sale tal como los trabajadores lo desean. Por lo tanto, es el camino más lento, 
el que nos modifica las iniciativas, el que más ayuda a que las leyes sean más efectivas. Por eso lo elegimos. 


El otro camino es más rápido; no es el que queremos, pero si no hay diálogo vamos a caer en el que no 
queremos. De no actuar así, el instrumento condicionará los objetivos, y en realidad tenemos objetivos para 
los que hay determinados instrumentos, que consideramos son los mejores. 


El otro instrumento es la discusión parlamentaria, en la que pueden participar los trabajadores y empresarios 
en esta Comisión o en la del Senado, que creemos tiene más fluidez, aunque en la de la Cámara también se 
podrá modificar. 


Los empresarios me preguntaban qué garantías podíamos darles respecto a que lo que se aprobara en un 
ámbito tripartito, aquí se aprobara de la misma manera. Yo les respondí que ninguna, que había legisladores 
de la oposición que entendían que no iban a estar condicionados por una discusión en una comisión tripartita, 
y que así como había legisladores de la oposición podía haber legisladores de la fuerza política que gobierna 
que también podían entender lo mismo. Sí nos comprometimos a hacer todos los esfuerzos por mantener el 
espíritu de lo que se aprobó en una comisión de esas características, inclusive, con participación de 
legisladores, pero no podíamos comprometer la aprobación. Esto lo digo acá porque directamente me lo 
plantearon; no puedo garantizar eso de ninguna manera, aunque sí entiendo que si hay un debate importante 
en el que se avanza, confío en que el espíritu sea respetado; más de eso no puedo comprometer. Esto es algo 
que quería plantear. 


Puede ser que hayan quedado un montón de cosas en el tintero, pero quería considerar este tema en forma 
global para informar en qué estábamos. 


Si me permiten -fuera de esto-, quisiera decir en qué estamos en este año. En el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social hemos planteado una reestructura, que ha sido conversada, fundamentalmente, con 
integrantes de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y en la que también participaron trabajadores de 
distintos sectores del Ministerio en diferentes talleres, a efectos de identificar cuáles eran los macroprocesos 
que caracterizan a esta Secretaría. Se llegó a la conclusión de que son tres: relaciones laborales, empleo y 
seguridad social. 


El macroproceso de relaciones laborales involucra a las actuales DINATRA, DINACOIN e Inspección 
General del Trabajo y de la Seguridad Social. 


Otro macroproceso es empleo. Entendemos que hay que crear un Unidad Ejecutora de elaboración de 
políticas de empleo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a efectos de que estas políticas se 
concreten a través de distintos organismos, que no necesariamente deberán estar en esta Cartera. Eso 
ameritaría la reestructura de la JUNAE, transformándola en un Instituto Nacional de Empleo, con integración 
tripartita. 


Nosotros realizamos un planteamiento en la JUNAE, y los trabajadores y empresarios aceptaron 
mayoritariamente la propuesta, pero ponían dos objeciones. Nosotros planteamos que la integración tenía que 
ser por voto directo y secreto de parte de los empresarios y los trabajadores, pero ambas partes se negaron. 
Nos pareció más de recibo la propuesta empresarial; o sea, si se vota como en el Banco de Previsión Social 
tiene el mismo peso el voto de la Coca-Cola que el del quiosco de la esquina. Sin embargo, tienen un peso 
totalmente distinto. En esto se opusieron los dos sectores. 


También se opusieron a que se resolviera por mayoría. Ambos sectores aceptaban que se resolviera todo por 
mayoría, menos lo que respecta al Fondo, que está integrado por aportes de los empresarios, de los 
trabajadores, y en menor proporción del Gobierno. A ambas partes les dijimos que el planteo estaba hecho 
con el Gobierno, aportando en las mismas condiciones que los trabajadores y los empresarios, y las dos 
partes dijeron que así el planteo era otra cosa. Aún no está resuelto cómo se modificará la JUNAE, pero 
vamos hacia eso. La otra Unidad Ejecutora elaboraría políticas de seguridad social, como lo indica la 
Constitución, que se llevarían adelante desde el BPS. Hoy, esto lo estamos haciendo -por indicación del señor 
Presidente- a través de una Comisión Asesora que funciona en la órbita de la Subsecretaría, porque el señor 
Subsecretario tiene una larga experiencia en el tema. Pero eso no puede depender de la persona que ocupa el 
cargo sino que hay que crear una unidad ejecutora con vinculación directa al INDA. De todos modos, esta 
cuestión va a terminar aquí pero quería adelantarla para que tuvieran conocimiento de ella. 


También estamos impulsando para este año el debate de la seguridad social con apoyo de la Presidencia, del 
PNUD y de la OIT. El objetivo es entregar algunos insumos a la Presidencia y a la Comisión de Reforma de 
la Seguridad Social, aunque por lo menos para nosotros no está planteada la reforma general. No se trata de 
un debate "AFAP Sí, AFAP No", sino de cómo se financia la seguridad social y cómo se distribuye en el 
sistema, sin perjuicio de que pueda haber reformas parciales. Se plantea que participen en este debate los 
actores sociales y los actores políticos -no es solo institucional sino político partidario- y se están 
planificando siete mesas para este año, comenzando en abril o mayo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- En la Comisión de Seguridad Social vamos a proponer la invitación al 
señor Ministro y al señor Subscretario de Trabajo y Seguridad Social -porque sabemos que está muy 
vinculado al tema-, a efectos de conversar a fondo de lo que el Gobierno plantea en materia de debate 
nacional sobre seguridad social y acerca de esta unidad especializada que se está por proyectar. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No tengo inconveniente en venir, pero 
alcanza con que asista el señor Subsecretario y el equipo que trabaja con él. Digo esto porque en el 
Ministerio él es quien se encarga de este tema por mandato presidencial. Cuando el señor Presidente 
nos nombró en el cargo, planteó que el Ministerio tenía que cumplir con el mandato de la Constitución. 


SEÑOR BENTANCOR.- Toda la primera parte vinculada a la situación de la Inspección General del 
Trabajo nos ha resultado muy ilustrativa en la alocución de su señora Directora y en la del propio 
Ministro. Desde nuestro punto de vista nos han satisfecho las expresiones que escuchamos aquí y las 
afirmaciones que se han hecho. También debo decir que sin perjuicio de ello -como corresponde a esta 
Comisión-enviaremos la versión taquigráfica a los trabajadores para que vean si tienen algo más para 
agregar. Ese es el juego que tenemos en esta Comisión. 


Con respecto a los temas generales, siguiendo la información de lo que han planteado los señores 
empresarios, los señores trabajadores, el Ministerio, acerca de la vocación de diálogo y de la lamentable 
interrupción de las reuniones por el momento, hay algunas cosas que me gustaría marcar aquí. Los 
empresarios han pedido la derogación de la ley que llamamos de tercerización y una de las razones 
esgrimidas públicamente fue que el Parlamento no atendió sus posiciones. Debemos desmentir absolutamente 
esta situación, dado que en la Comisión de Legislación del Trabajo se dio oportunidad a las Cámaras para que 
hablaran -de hecho, participaron las que quisieron y dieron su opinión-, luego se resolvió en consecuencia y 
el plenario tomó por el camino que correspondió. No es de recibo que no fueran tenidas en cuenta. 


Tampoco es de recibo el pedido de derogar la ley; no es de recibo el pedido de reformarla por una ley 
interpretativa. Lo que podría tener un relativo asidero -lo veremos- sería la participación de los empresarios y 
de los trabajadores en el proceso de reglamentación de la ley. Digo esto porque pudieron haber quedado 
situaciones no del todo claras -ese no fue el ánimo de la Comisión ni del plenario porque ¡vaya si discutimos 
los detalles!, de los más pequeños a los más grandes para no cometer errores- y nos parece que estaría bien 
que en un proceso de reglamentación de la norma pueda ser tenido en cuenta un ámbito para que los 
empresarios y los trabajadores puedan plantear sus dudas para que el Poder Ejecutivo contribuya a disiparlas, 
pero siempre sobre la base de lo que establece la ley. Me parece que por el tiempo que nos llevó todo esto y 
por la participación de muchos compañeros calificados de la Comisión y de la Universidad de la República, 
hay poca cosa que no quede clara. De todos modos, ante una reglamentación, podrían aclararse algunos 
aspectos confusos. 


En cuanto a la derogación de lo que se conocía como el artículo 29 y la extensión de los plazos para que los 
trabajadores pudieran acceder a sus créditos laborales, debo decir que también los empresarios fueron tenidos 
en cuenta. Se les dijo que hicieran llegar su opinión a la Comisión, cosa que no efectuaron. Se trataba de 
decir si se estaba de acuerdo o no para llevar el plazo de dos años -se había bajado la posibilidad de recurrir 
los créditos- a los cinco años que terminaron aprobándose. Por lo tanto, tampoco creemos que allí tenga 
asidero la queja de los empresarios porque no fueron consultados o porque no tienen un ámbito para discutir 
el tema. 


Con respecto al tripartidismo al que hacía referencia el señor Ministro, estamos de acuerdo con que es muy 
bueno. Creemos que el diálogo es un instrumento muy valioso para la discusión pero no un fin en sí mismo. 
El diálogo es bueno si contribuya a resolver un tema, porque de lo contrario podríamos llegar a eternizarlo 
por la vía de los retiros, de las presencias o por pequeñas discrepancias, y estaríamos años para resolver una 
cuestión. 


En cuanto a la negociación colectiva, que es uno de los temas centrales que se estaba empezando a analizar, 
en estos días vamos a presentar a la bancada un proyecto de ley, tal como anunciamos a la señora Presidenta. 
Este no será contradictorio con lo que se está discutiendo y con lo que se va a discutir en el Ministerio, en 
absoluto. Creemos que va a contener la mayoría de las cosas que intentamos que se constituyan en un 
proyecto de ley, que se están manejando en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En la medida en que 
trabajamos durante tres años en lo que se llamó el "Diálogo Nacional", cuando era Ministra la doctora Ana 
Lía Piñeyrúa, y conocemos a los interlocutores, a quienes casualmente a veces vemos en el Ministerio y son 
los mismos -así como somos los mismos nosotros-, creemos que las dificultades que se encontraron hace tres 
años son las mismas que se están dando hoy y, posiblemente, que se seguirán dando, no sé hasta cuándo. Por 
lo tanto, creemos que es acertada la posición del Ministerio en abrir el diálogo y hacer una apuesta, aunque 
no haya más trabajo y no sea lo que estrictamente busquen empresarios y trabajadores, resultando positivo 
que en el Parlamento tengamos a disposición una ley para trabajar, en la medida en que la bancada lo 
considere pertinente, y se empiece a tener un horizonte en el sentido de que en determinado momento el tema 
se cerrará. Me da la impresión de que, en todo caso, eso ayudará al otro proceso. No me parece que sea un 
proceso contradictorio, sino que está basado en las mismas situaciones y, fundamentalmente, en lo 
programático de nuestra fuerza política. En consecuencia, lo que llevan adelante el Ministerio y este 
legislador -y, eventualmente, la bancada, si está de acuerdo- me parece que en lo sustancial va a tener 
aspectos muy similares. No obstante, esto ayuda a la determinación de los tiempos. Creemos que, como 
parlamentarios, no podemos quedarnos a la espera de las vicisitudes que tenga una discusión que se esté 
dando, con la mejor buena voluntad, en el Ejecutivo, contemplando una situación, sin avanzar en absoluto. 


Agradecemos la presencia del señor Ministro. Sabemos que nosotros estábamos en falta, porque no lo 
convocamos en su momento, pero creo que hubo dificultades de nuestra parte, por nuestro trabajo, por la 
conflictividad que se dio el año pasado, en algunos momentos. Pero creo que queda afirmado el hecho de la 
voluntad del señor Ministro de estar presente aquí y, fundamentalmente, para analizar en frío, sin conflictos a 
la vista, que distorsionan todo, sino ir viendo permanentemente lo que se viene haciendo y lo que se visualiza 
hacia el futuro. Reitero mi agradecimiento al señor Ministro y su equipo por haber concurrido; desde mi 
punto de vista, ha sido muy productiva su presencia aquí. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Con relación a los puntos relativos a la prevención de conflictos y a la 
propuesta de ley sobre negociación colectiva, creo que bien ameritarían que tuviéramos una jornada 
dedicada exclusivamente a ellos, que era la intención inicial que tenía, por lo menos, este legislador. 


Es de conocimiento del señor Ministro, del PII-CNT y de algunos representantes de las principales Cámaras 
que junto con asesores estamos elaborando un proyecto de ley sobre relaciones laborales en el que se 
incluyen distintos temas, no solo la prevención del conflicto y la negociación colectiva, sino también el 
ejercicio del derecho de huelga, la cláusula de paz, la obligación de negociar y una serie de temas que 
apuntan en el mismo sentido de lo que expresaba el señor Ministro, es decir, a generar un sistema de 
relaciones laborales. Sabemos que tiene muchas coincidencias con lo que está manejando el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


Desde el año 1985 hasta la fecha, desde la posdictadura, se ha venido trabajando más o menos en el mismo 
sentido. Esto comenzó en una primera reunión que se produjo en el Parque Hotel, siendo Ministro de Trabajo 
y Seguridad Social el licenciado Hugo Fernández Faingold; en ese momento se fijaron determinadas bases 


que, lamentablemente, no prosperaron por dificultades menores. Luego, en el Gobierno del Partido Nacional 
tuvimos una serie de etapas con el apoyo de la OIT y de Relasur, avanzándose bastante en el tema, en 
particular en un aspecto que pretendo reflotar: las facultades que debe dar la ley a las partes para celebrar 
convenios marco que regulen las relaciones entre ellos. A veces, pensar en una ley que regule la negociación 
colectiva o las relaciones laborales resulta un poco rígida, y debemos pensar que las partes deben tener 
posibilidad de realizar convenios marco. En ese sentido, por los años 1991, 1992, 1993, hubo un avance muy 
importante en las negociaciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que en ese momento estaba 
encabezado por el doctor Álvaro Carbone, junto con el Presidente del PIT-CNT, José D'Elía en ese momento, 
y se llegó a un preacuerdo de elaboración de un documento que regulaba bastante un marco supletorio que 
regía las relaciones laborales para cuando había temas que no estaban resueltos en los convenios colectivos. 
Eso es un poco lo que nosotros queremos reflotar. Luego, se continuó trabajando en el Gobierno en que fue 
Ministra la doctora Ana Lía Piñeyrúa; el señor Diputado Bentancor participaba por el PIT-CNT en algunas 
negociaciones. Es decir, en los últimos veintidós años hemos estado analizando proyectos que, un poco más o 
un poco menos, regulan de la misma forma. 


Creo que ha llegado el momento de que liquidemos el tema e, inclusive, procedamos en el sentido de que una 
vez discutido, las mayorías se ejerzan. Me preocupa mucho la lógica que se usa -que a veces me pregunto 
cuál es- cuando las partes plantean que lo que no se acuerde en forma tripartita no se puede llevar a la 
práctica por medio de una ley. Si es así, estamos dando a esas negociaciones un contenido corporativo que no 
es el que yo quisiera. Yo quisiera un marco asesor que nos ayudara a los legisladores a pensar y, si hay 
acuerdo de partes, facilitaría las cosas en cuanto creamos que eso es conveniente, porque -voy a citar el 
mismo ejemplo que di a un periodista- si mañana la Asociación de Bancos y AEBU se ponen de acuerdo en 
un convenio colectivo que aumenta en un 100% los salarios y eso -mal o bien- se va a trasladar a la tasa de 
interés que van a pagar los ciudadanos, requiriendo una ley, yo no la voy a votar. ¿Por qué? Porque creo que 
no alcanza con la voluntad de las partes. Yo creo que los legisladores y los gobernantes tienen que atender el 
interés general, que no es la sumatoria de los intereses particulares. Por consiguiente, creo que hay que 
analizarlo con las partes, pero después los legisladores y el Gobierno -cada cual atendiendo su parte- deberán 
plantear las opciones, y avanzar en ese sentido. 


Creo que están dadas las condiciones, que hay un ambiente bastante maduro como para llegar a una solución 
final del tema. Me parece que se pueden incluir algunos temas que han sido tabú, porque en algún momento 
hay que votarlos, y que salgan para un lado o para el otro. Hay que resolver si se establece una cláusula de 
paz implícita. Hay que resolver si se establece que el derecho de huelga se puede ejercer sin un preaviso. Hay 
que resolver si la ocupación se puede hacer sí o no. Creo que todos estos temas deben estar en una ley marco 
que, para mi gusto, debería ser supletorio para cuando las partes no acuerden un marco diferente. 


En ese sentido estoy trabajando. Me gustaría que en el corto plazo pudiéramos tener una sesión en la que 
hablemos solo de eso. Lo pido especialmente, porque a veces tenemos temas conflictivos y, como bien decía 
el colega Diputado Bentancor, muchas veces los conflictos puntuales nos llevan a discutir algunas cosas que 
no lo hacemos solo desde el punto de vista teórico y se exacerban los ánimos y cambiamos la forma de 
enfocarlos. Yo preferiría destinar alguna jornada de trabajo a este tema, escuchar los puntos de vista del 
Gobierno, escuchar los puntos de vista de los distintos legisladores, también escuchar los puntos de vista de 
las Cámaras empresariales, de los sindicatos, y resolver de una vez por todas este asunto que es materia 
pendiente de las diferentes Legislaturas. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Voy a ser breve porque estamos llegando a la hora de culminación, de 
acuerdo con lo pactado de manera sobreentendida con el Ministro. 


Quiero formular una reflexión de carácter general en cuanto a que entiendo que es elocuente la descripción 
que acaba de hacer el señor Ministro sobre la situación que está planteada hoy en el ámbito de las relaciones 
laborales. Desde la oposición, más allá de que hemos sido críticos -como le consta al señor Ministro y, diría, 
al país, a esta altura- de la política que el Gobierno ha seguido, entiendo que tenemos que mantener un talante 
constructivo y estamos dispuestos a mantenerlo en el sentido de que todos, en la medida de lo posible, 
deberíamos abogar por, en primer lugar, el diálogo social -al que en su momento el Gobierno convocó- y 
procurar que las soluciones -como decía el Ministro y quiero recogerlo- vayan, de pronto por el camino más 
largo, pero seguramente por el más integrador, en cuanto pueda entroncar a las dos partes de la relación 
laboral y al mismo tiempo al mayor apoyo o representación posible del sistema político. En eso estamos 
dispuestos a trabajar. Entendemos que el país se debe una ley de negociación colectiva. Nos parece 


interesante lo que el señor Ministro plantea en términos de los distintos niveles o pisos de la negociación. Por 
cierto que sí, creemos que eso es plantear soluciones que se compadecen con la complejidad que sin ninguna 
duda ofrece la realidad desde el punto de vista del mercado laboral. En ese sentido, sabemos -en todo caso, 
aquí planteamos al Ministro un pedido, si está a su alcance- que el Ministerio ya tiene bases que ha elaborado 
y que presentó a las partes; creo que el señor Subsecretario las presentó en enero, cuando fungía de Ministro 
interino, dado que el señor Bonomi estaba de licencia. No sé si algo de eso se puede ir manejando, pero nos 
consta que está en poder de los sindicatos y de las cámaras empresariales. Si el Ministro entiende que eso no 
agrega mucho más, así será, pero lo planteo porque fue un documento que se entregó y pensé que por ahí 
podía valer la pena tenerlo. 


Nos parece inteligente, además, por lo menos admitir la posibilidad de que se realicen ajustes legales a la ley 
de tercerizaciones. El Ministro fue muy claro en cuanto a que no hay una posición tomada -eso me quedó 
claro; escuché bien-, pero creo que el hecho de haberlo expresado de esa manera, también indica que no ha 
habido un rechazo liminar a los planteos que las cámaras empresariales han formulado. Si el Gobierno no 
estuviera manejando en lo más mínimo la más remota posibilidad de que se hicieran modificaciones a la ley, 
directamente sostendría y comunicaría esa posición. Pero en la medida en que el Ministro dice que está 
analizando el documento, creo que puede haber perspectivas de que ocurra algún ajuste en este sentido y a 
nosotros nos alegra porque nos opusimos a la ley, no porque estemos en contra de que se legisle en materia 
de subcontrataciones y de intermediación en el mercado de trabajo, dado que entendemos que hay que 
legislar al respecto sino porque simplemente los alcances del instrumento que se aprobó entre noviembre y 
diciembre del año pasado -no recuerdo exactamente la fecha- en la Cámara de Diputados, no nos satisfacía 
completamente, más bien nos merecía una serie de cuestionamientos y reparos que en su momento, en la 
discusión parlamentaria, dejamos sentados. Ojalá se pudiera avanzar en esa dirección, no solo porque desde 
nuestra perspectiva se mejoraría un instrumento que consideramos imperfecto sino, sobre todo, porque sería 
una buena excusa y una buena señal del Gobierno, que estaría emitiendo a las partes convocadas al 
Compromiso Nacional para que efectivamente el diálogo se pudiera recomponer y se pudiera volver a 
convocar. Yo creo que por ese camino hay que ir. 


Precisamente, cuando se discutió la ley de tercerizaciones, una de las objeciones que opusimos fue que el 
mismo día o en la víspera del tratamiento de ese proyecto de ley en la Cámara, el Gobierno estaba relanzando 
la convocatoria del Compromiso Nacional y nos parecía que francamente había una contradicción allí. 
Independientemente de que, por supuesto, el Gobierno tiene las mayorías, era razonable que estas 
modificaciones cualitativas -porque son cualitativas, para bien o para mal, en el acierto o en el error- fueran 
fruto del análisis previo, más allá de que, como dijo el Diputado Bentancor, las instancias se cumplieron y 
vinieron las cámaras empresariales. Pero una cosa es el ámbito parlamentario y otra el nacional, en que el 
propio Gobierno convoca al diálogo entre las partes y, sin embargo, después acepta que se realicen 
modificaciones estructurales en el ámbito legislativo. Creo que por ahí, por lo menos, había mérito para que 
alguien se considerara afectado o perjudicado. El propio Ministro dijo, en algún momento: "El Parlamento es 
independiente. Las leyes las modifica, las aprueba o no, con total autonomía". Es verdad, pero por otro lado, 
como acaba de decir -no es menos cierto-, el Gobierno tiene mayoría absoluta en las Cámaras. Tanto esto es 
así que el propio Ministro está manejando eventuales ajustes a la ley de tercerizaciones e impulsar una ley de 
negociación colectiva, con acuerdo o sin él. 


Estas son las reflexiones que queríamos formular. Si el Ministro entiende que no hay bases para ir analizando 
por parte del Gobierno, esperaremos a que ocurran definiciones muy concretas, pero nos quedamos con que 
el Gobierno no ha tomado una decisión, pero no descarta modificar la ley. Eso nos parece bien y en todo caso 
revela una dosis de humildad en el sentido de que, frente a situaciones que se pueden corregir, está dispuesto 
a corregirlas. Por ahora tenemos esa esperanza porque el Ministro implícitamente la ha construido, la ha 
alentado o, por lo menos, ha presentado las cosas en tales términos que uno se lo puede plantear. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de salir de acá quiero decir algo, porque después en los medios de 
prensa es muy difícil cambiar algunas cosas que se trasmiten, tratando de interpretar lo que aquí se 
dijo. 


Creo haber escuchado perfectamente bien lo que dijo el Ministro acerca de la conversación con los 
empresarios, de la ley que quedó aprobada en este marco, del documento que recibió por parte de los 
empresarios y en ningún momento creí escuchar su disponibilidad de modificar la ley. ¿Por qué digo esto? 
Porque después de que se dice en la prensa -por parte de cualquiera de nosotros-: "Está en la voluntad del 


señor Ministro modificar la ley", nos genera un problema a todos nosotros y al propio diálogo que está 
tratando de poner sobre la mesa el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio. Quiero decirlo para que tengamos 
las reglas claras todos nosotros. Me parece que cuanto más fraternos seamos y más cosas digamos desde el 
punto de vista de lo que pensamos, mejor caminaremos. Entonces, quiero dejar establecido eso con 
muchísima claridad. Quizás el Diputado Pablo Abdala interpretó algo, que creo que no fue el espíritu de lo 
que aquí quedó, pero sí puede generar un problema que afecte al camino que está realizando el propio 
Ministerio, con el que se podrá o no estar de acuerdo, pero es el camino que eligió el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Por supuesto que no pretendo poner en boca del Ministro palabras 
que él no dijo. Es una deducción que de pronto extraje equivocadamente. El Ministro pareció 
descartar la reglamentación, en la medida en que la ley se va a reglamentar, pero como solución al 
problema -como él bien dijo- ante la duda, la Justicia aplica la ley y no la reglamentación, entre otras 
cosas, porque si la reglamentación contradice la ley, será un acto administrativo ilegal. Por lo tanto, 
planteado así y después sugerido por el Ministro, en el sentido de que recibió un documento que está 
analizando, que contiene sugerencias de modificaciones u objeciones a la ley, sumado al hecho de que el 
Ministerio no tiene una posición al respecto -de pronto fue apresurado de mi parte-, deduje que había 
algún margen de que se modificara la ley, pero es muy sencillo: lo aclara el Ministro, dice que sí o que 
no y se terminó. 


También quiero aclarar que, por supuesto, no pretendí por esta vía -que sería bastante peregrina y torpe- 
arrancarle al Ministro lo que él no dijo. Si así se entendió, desde ya digo que lo lamento. Realmente me 
generaba expectativa que se analizara algún tipo de modificación. 


SEÑOR POZZI.- Quiero saludar a los compañeros que están presentes y agradecer que hayan 
manifestado la posibilidad de concurrir a la Comisión una vez por mes para explicar por qué camino 
se va transitando. 


Creo que básicamente uno concuerda con todo lo que han expresado; inclusive, con la búsqueda de encontrar 
una ley de negociación colectiva que pueda enmarcar las relaciones laborales de una manera más prolija para 
todos. 


No comprendí muy bien las dificultades que surgieron en todo el proceso de los Consejos de Salarios, en los 
dos primeros llamados después de que la ley no estaba, aunque los he seguido bastante de lejos. Yo viví muy 
intensamente los primeros Consejos de Salarios de 1984 hasta que se liquidaron, y realmente creo que las 
cosas no han cambiado mucho desde aquella época hasta ahora; se rigen por la misma ley y del mismo modo. 
Verdaderamente no teníamos problemas con las franjas en empresas que no pudieran cumplir -ahora se llama 
el desenganche- ni de competencias entre empresas. En aquella época se habían solucionado los problemas 
bastante razonablemente, siempre y cuando las empresas aportaran la información que el sindicato pedía. Por 
lo tanto, no entiendo por qué ahora suceden estas cosas y hay que ir a negociaciones por empresas, que no las 
considero válidas. Quizás es la realidad que se está viviendo ahora; yo no la vivo desde adentro y, por lo 
tanto, no la comprendo. Capaz que estoy con los boletines atrasados. Los que viven la situación todos los 
días, seguramente tienen una razón para hacerlo, y esperemos que dé buenos resultados. 


En cuanto al manido tema de la ley de tercerizaciones, como dijo la señora Presidenta, yo no infiero de las 
palabras del señor Ministro que se esté reconsiderando la ley. Quiero dejar bien en claro a todos que es 
bastante complicado que si el Poder Ejecutivo modifica la ley, las cosas en el Poder Legislativo funcionen 
como una correa de trasmisión. Nosotros estamos muy convencidos de lo que hicimos; se lo hemos dicho a 
todos y lo dijimos el día que la ley se votó en la Cámara. Recorrimos un camino que el Partido Nacional 
propuso; lo reconocí personalmente. Cuando la primera ley vino al Parlamento, el suplente del señor 
Diputado Iturralde Viñas, señor Diputado Cabrera Casas, hizo una intervención de diez minutos y nos 
convenció a todos de que esa ley no se podía votar como venía, que había que cambiarla. Estuvimos un mes y 
medio discutiendo y escuchando opiniones. Finalmente, la ley salió bien diferente a la primera que vino. Es 
cierto que el Partido Nacional no acompañó la ley; sí algunos artículos. También es cierto que el Partido 
Colorado acompañó prácticamente la ley, con salvedades en algunos artículos. Además, es cierto que todo el 
Parlamento Nacional estuvo de acuerdo con que en ese tema había un problema serio y que había que buscar 
la forma de resolverlo. 


Creo que se trata de una muy buena ley, de un muy buen instrumento que fue ampliamente discutido. Todos 
los empresarios tuvieron la posibilidad de decir lo que quisieron. Creo que el empresariado nacional -que me 
parece que torpemente busca mantener una serie de prebendas o procesos que venían de antes, que cree que 
le favorecían, pero también pedía más porque estaba disconforme- busca realizar una serie de maniobras para 
tratar de frenar cualquier ley que salga del Poder Legislativo que en cierta forma enfoque a cosas que ellos 
piensen que afectan sus intereses, utilizando estos mecanismos de negociación tripartita que el Gobierno 
quiere instalar. 


Por lo tanto, me quedo con las palabras que dijo el señor Ministro. Para mí esas palabras son muy 
importantes: el diálogo y la búsqueda del acuerdo tripartito. Para nosotros esto es un instrumento. Ahora no 
se va a detener el país porque cualquiera se levante de la negociación tripartita y se vaya, sean los 
empresarios o sean los trabajadores. Llega un momento en que a las cosas hay que definirlas. El Poder 
Ejecutivo o el Poder Legislativo en algún momento tomarán una definición que creerán que es la mejor para 
todo el país. 


Me quedo con las palabras del señor Ministro; son importantes y es una definición categórica a la cual 
adhiero con toda mi fuerza, porque me parece que esa es la forma como se deben hacer las cosas. Por la vía 
de contemplar a todos, entramos en una especie de paralización que al final termina en que nada sale, en que 
nada se produce y las cosas quedan como están. Además, creo que la protesta en cuanto a la ley de 
tercerizaciones puede venir por parte de quienes son malos empresarios; esa es la verdad. Yo no entiendo por 
qué los empresarios se paran, a no ser por esta razón que yo di. De otra manera, no entiendo por qué se paran, 
porque acá, en todo caso, están defendiendo al empresario incumplidor que en la competencia de libre 
mercado va en contra de ellos mismos. Francamente, no encuentro otra explicación para el rechazo a esta ley 
que la que yo veo: tratar de paralizar cualquier acción que tienda a un camino diferente de cómo se venían 
procesando las cosas en el país hasta ahora. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Agradezco mucho la presencia del señor Ministro y sus 
colaboradores. Es importante la presencia de ellos. Creo que se ha trabajado por encima de algunas 
rispideces en forma más que agradable y positiva. 


Compartimos que Uruguay necesita una ley de negociación colectiva. Compartimos plenamente los puntos 
que planteó el señor Ministro en cuanto a cómo hay que integrarlos. Con respecto al desenganche, no 
comparto la posición del legislador Pozzi. Creo que la bebida es claramente una situación en la que las 
diferentes empresas no están en las mismas condiciones. No es lo mismo una empresa multinacional que una 
nacional que de repente está haciendo un gran esfuerzo para mantenerse, generar el empleo, y no puede hacer 
frente a los mismos compromisos salariales. Creo que este es un claro ejemplo de las diferencias por las 
cuales tiene que haber situaciones de desenganche. En su momento dijimos en cuanto a la ley de 
tercerizaciones: "La vida no siempre es entre lo bueno y lo malo, sino entre lo menos malo". Nos pareció que 
esta ley de tercerizaciones era lo menos malo; tuvimos algunas salvedades. Creo que va a ser un año arduo de 
trabajo para el señor Ministro y esta Comisión. En ese trabajo positivo nos verá, señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Quiero mencionar algunas 
dificultades que tenemos en el intercambio. 


Hemos asistido varias veces al argumento de que si se sigue este camino, aumenta el desempleo. Esta es una 
forma de desvirtuar la discusión, es suponer que el empleo en el país existe por razones ideológicas, es decir, 
que los trabajadores trabajan por razones ideológicas. Y los trabajadores no trabajan por razones ideológicas, 
sino porque necesitan el sueldo para subsistir. Y los empresarios no dan empleo por razones ideológicas. 
Ahora, la empresa Tsakos está construyendo dos barcazas y tiene que aumentar la plantilla de trabajadores 
porque hay trabajo para realizar, y no porque haya una ley o un decreto que no le convence va a disminuir el 
empleo. Va a disminuirlo si no hay condiciones para el empleo. Los empresarios dan empleo, eliminan el 
empleo o lo rebajan si les es rentable. No se puede decir: "Si hacen esto, cae el empleo". 


Por otra parte, debo decir que hace dos años estábamos en la onda del derecho comparado: Uruguay hace 
esto, cuando Chile hace lo contrario, y queda Chile. Chile aprobó una ley de fueros fuerte, dura. Chile aprobó 
en octubre una ley de tercerizaciones mucho más dura que esta y la Presidencia la reglamentó este año en una 
forma mucho más dura que esta. Tenemos unas comparaciones que no ayudan a la discusión. 


Por otra parte, tuvimos todo el debate sobre el TLC, y aún lo tenemos sobre el TIFA. A partir del mes 
próximo integraremos la Comisión del TIFA que trata los derechos laborales. Entonces, averiguamos sobre lo 
que ha pasado en los países que firmaron un TLC: Chile, Perú, Ecuador y Colombia. Lo que ha pasado es que 
les han exigido una protección a los trabajadores mucho mayor que la que tenían. De ahí, probablemente, 
salga las leyes de fueros y de tercerizaciones chilenas, porque el TLC se tiene que aprobar en el Congreso 
estadounidense y los trabajadores estadounidenses exigen protección contra los productos que llegan del 
exterior, para que no entren como producto de trabajo esclavo o de trabajadores a quienes no se les respetan 
sus derechos. Y como representa un costo respetarlos, se trata de que no rebajen el costo del producto 
atacando al trabajador. El TLC peruano se aprobó, pero fue al Congreso y este lo rechazó porque en cuanto a 
las relaciones laborales todavía no era suficiente la protección a los trabajadores; debieron aumentar la 
protección a los trabajadores para que se aprobara. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANTI.- Entonces, los TLC son buenos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Estoy exponiendo los aspectos que 
requiere un TLC. 


Los trabajadores estadounidenses se expresan a través del Partido Demócrata -con el proteccionismo interno 
que tiene este Partido- que no aprueba algo que vaya contra ellos. Así se modificó la legislación comparada, 
precisamente, con los países que aprobaron el TLC. Es decir que hay muchas cosas en juego. 


Nosotros ahora tenemos que discutir el TIFA desde el punto de vista de las relaciones laborales. El Director 
de Trabajo, su adjunto, y la doctora Susan Weiss integran la Comisión de Legislación Laboral donde, a partir 
del mes próximo, se va a discutir todo esto. Todas estas cosas que estamos discutiendo van a estar presentes 
y, al revés de lo que se cree, no nos van a pedir menor protección sino que nos van a exigir mayor protección. 
Quería señalar esto porque, de lo contrario, discutimos mal. Cuando presentamos la ley de fueros, en 
diciembre, los empresarios dijeron "Estamos en el 12,5% de desempleo. Hay que instalar un debate a nivel 
nacional con el Ministerio porque va a aumentar el desempleo". Yo les dije "No debato nada. El 1* de junio 
traigo los porcentajes de desempleo y el 1” de diciembre traigo nuevamente los porcentajes de desempleo". Y 
el 1* de diciembre estaba en 9,1%; no 12,5% sino 9,1%. En poco más de un año disminuyó un 3,4%. 
Entonces, no es ese el camino a seguir, sino analizar los contenidos de la ley y ver cómo modifica, perjudica 
o mejora las relaciones laborales. 


Estoy de acuerdo con que discutamos esto, pero con argumentos que tengan que ver con la ley como 
instrumento para mejorar las relaciones laborales. 


Cuando dije que se puso como fantasma al desempleo no me refería a los actores políticos sino a los actores 
empresariales. No nos pongamos fantasmas. Discutamos ese aspecto para mejorarlo. 


El señor Diputado Pozzi dice que no cambió nada. Cambió. El transporte, la bebida y los lácteos tienen 
diferencias internas tan grandes que necesitan el desenganche o ir por el promedio y mejorar después lo que 
puedan. Algo necesitan. El sindicato de la bebida es el que ha autorizado mayor cantidad de desenganches. 


SEÑOR POZZI.- Siempre fue así. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Pero cada vez se da más. Y quizá sea 
porque hay algo que no permite la solución general. Entonces, estudiemos cómo combinamos distintos 
planos. 


Por otra parte, quería informar que esta semana se alcanzó un acuerdo con Dancotex. Cada vez que 
anunciamos un acuerdo con Dancotex, me siento como quien se quema con leche, porque ya ocurrió dos 
veces; yo mismo llegaba a un acuerdo con el empresario dueño de la empresa, pero después se cayó el 
acuerdo. Esta vez los trabajadores, el empresario, el Ministerio y el Banco República están en línea con un 
acuerdo que se tiene que concretar a fin de la semana. Esperamos que la tercera sea la vencida. 


Finalmente, con respecto a si quería cambiar, o no, algo de la ley, quiero señalar que di una respuesta muy 
clara al sector empresarial. Si me demuestran que la ley produce determinadas cosas -que no creo que 


produzca-, no tengo inconveniente en evitar lo que está mal. Lo que no creo es que puedan demostrármelo. 
Ese es el problema. No creo que me lo demuestren porque los aspectos que se tocan no creo que produzcan 
las consecuencias que se señalan. Yo no dije que estoy dispuesto, o no, a cambiar algo de la ley. La respuesta 
que he dado -lo dije aquí- es que voy a dar el documento sobre la ley que hace al sector empresarial a tres 
Ministros, a los legisladores que lo aprobaron, a mis asesores y después respondo. Yo no dije que estoy 
dispuesto a cambiar la ley; no dije nada. Tampoco dije que no estoy dispuesto a ello. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiéramos fijar una reunión con el Ministerio para el martes o el 
miércoles de la última semana del mes. Más allá de los elementos que el Ministerio traiga a la sesión, 
antes de la misma podremos acercarle cuáles son los temas que nos preocupan. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Estamos de acuerdo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


